
ADC, tomo LXXVII, 2024, fasc. IV (octubre-diciembre), pp. 1715-1756

Pandemia, caso fortuito y arrendamiento de 
locales comerciales*

ÍÑIGO DE LA MAZA GAZMURI1

Profesor titular de Derecho civil 
Universidad Diego Portales 

ÁLVARO VIDAL OLIVARES2  
Profesor titular de Derecho civil 

Pontificia Universidad Católica de Valparaiso

RESUMEN

El arrendatario de un local comercial se ve impedido por un acto de auto-
ridad dictado con ocasión de la pandemia de COVID-19, de usar y gozar de 
la cosa para el fin para el cual la arrendó. Frente a esta situación: ¿puede 
alegar un incumplimiento contractual del arrendador? Nuestro aporte es 
desde el ámbito chileno y consiste en mostrar cómo se ha desenvuelto allí la 
discusión, presentando la opinión de los tribunales superiores de la justicia y 
de la doctrina. Luego, justificamos por qué, en nuestra opinión, sí que hay un 
incumplimiento del arrendador y que es el incumplimiento lo que mejor expli-
ca las sentencias más relevantes de la Corte Suprema a este respecto.
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ABSTRACT

The tenant of a commercial premises is prevented by an act of authority 
dictated on the pandemic of COVID-19, to use and enjoy the thing for the 
purpose for which it was rented. In view of this situation, can it allege a 
breach of contract by the lessor?. Our contribution is from the Chilean sphe-
re and consists in showing how the discussion has developed there, presen-
ting the opinion of the higher courts of justice and doctrine. Then, we justify 
why there is a breach of the landlord and that it is the breach that best expla-
ins the most important judgments of the Supreme Court in this regard.
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I. INTRODUCCIÓN

El objeto de este trabajo consiste en responder con cargo a nor-
mas del derecho civil chileno a la siguiente pregunta: ¿existe un 
incumplimiento de las obligaciones del arrendador de locales 
comerciales cuando, por un caso fortuito, el arrendatario se ve 
impedido de utilizar la cosa?
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Procedemos de la siguiente manera. En primer lugar, prestamos 
atención a la forma en que los tribunales superiores de justicia han 
resuelto la cuestión en Chile. Generalmente, se trata de demandas 
de terminación del contrato de arrendamiento por no pago de ren-
tas. Frente a este tipo de solicitudes, los tribunales evalúan el 
impacto de las decisiones de autoridad que impidieron hacer uso de 
la cosa sobre las obligaciones de las partes. A este respecto, resul-
tan de especial interés dos sentencias de la Corte Suprema cuyo 
contenido resolutivo es idéntico y que resuelven la situación con 
cargo al artículo 1932 3 del Código Civil (en adelante, CC).

En segundo lugar, consideramos las opiniones de los autores, 
ya sea respecto del problema que nos ocupa o a propósito de las 
dos sentencias a las que acabamos de aludir. Agrupamos estas opi-
niones según quienes estiman que no ha existido incumplimiento, 
quienes, sin descartar explícitamente el incumplimiento no lo con-
sideran, sirviéndose del artículo 1932 CC para el caso en cuestión 
y, en fin, quienes estiman que la situación debe procesarse según 
las reglas del incumplimiento contractual.

Entre estos últimos nos encontramos nosotros. Respecto del 
incumplimiento, argumentamos por qué, a nuestro juicio, es la 
alternativa más persuasiva y, en fin, procuramos mostrar por qué es 
la mejor guía de lectura de las sentencias de la Corte Suprema que 
emplean el artículo 1932 CC para administrar la situación.

Finalmente, examinamos un par de cuestiones que suscitan los 
remedios en estos casos.

II. PRIMERA PARTE

En la primera parte de este trabajo comenzamos considerando 
cómo resolvieron los tribunales superiores de justicia chilenos 
casos en los cuales el arrendatario de un local comercial se vio 
impedido de utilizarlo por un caso fortuito, consistente en un acto 
de autoridad.

3 Para mayor comodidad del lector, se indica el tenor de los artículos del Código 
Civil chileno citados:

Art. 1932 CC. «El arrendatario tiene derecho a la terminación del arrendamiento y 
aun a la rescisión del contrato, según los casos, si el mal estado o calidad de la cosa le 
impide hacer de ella el uso para que ha sido arrendada, sea que el arrendador conociese o 
no el mal estado o calidad de la cosa al tiempo del contrato; y aun en el caso de haber 
empezado a existir el vicio de la cosa después del contrato, pero sin culpa del arrendatario.

Si el impedimento para el goce de la cosa es parcial o si la cosa se destruye en parte, 
el juez decidirá, según las circunstancias, si debe tener lugar la terminación del arrenda-
miento, o concederse una rebaja del precio o renta.»



1718 Íñigo de la Maza y Álvaro Vidal Estudios de Derecho...

ADC, tomo LXXVII, 2024, fasc. IV (octubre-diciembre), pp. 1715-1756

1.  LAS SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES SUPERIORES 
CHILENOS

La primera de las sentencias es de 29 de noviembre de 2021 4, 
de la Corte de Apelaciones de Valparaíso. Se trataba de una deman-
da de terminación de contrato de arrendamiento por no pago de 
rentas. El tribunal de primera instancia la acogió. La Corte estimó 
que el COVID-19 satisfacía los requisitos del caso fortuito y revo-
có la sentencia, en los siguientes términos:

«Que las circunstancias antes consignadas, constituyen en con-
cepto de esta Corte, un caso de fuerza mayor, previsto en el artículo 
45 5 del Código Civil, toda vez que se trata de un imprevisto, ajeno 
a los contratantes, imposible de resistir, que en este caso se traduce 
en la imposibilidad temporal de usar la cosa arrendada, para su fin 
natural o convencional, ante sucesivas medidas de organismos 
estatales competentes, que han suspendido el desarrollo de una 
actividad comercial, lo que por ende ha incidido en una merma en 
los ingresos monetarios del recurrente. Ello ha derivado en un 
incumplimiento en el pago de rentas, durante un periodo acotado 
de tiempo, coincidente con las medidas compulsivas decretadas 
por la autoridad. Bajo tales circunstancias, y habiéndose visto 
impedido de usar el local arrendado, para el fin pretendido, no 
corresponde imponerle al arrendatario el pago de las rentas insolu-
tas por el periodo de marzo de 2020 a noviembre del mismo año, 
por lo que se accederá a eximirlo de dicha obligación.»

La segunda sentencia es la Corte de Apelaciones de Concep-
ción, de 3 de marzo de 2022 6. La sentencia de primera instancia 
declaró terminado el contrato de arrendamiento por no pago de la 
renta y condenó a la arrendataria a pagar las rentas adeudadas. La 
arrendataria apeló señalando como infringido el artículo 1552 CC 7, 
pues no había podido utilizar la propiedad arrendada y, de esa 
manera, se había incumplido la obligación del arrendador del artí-
culo 1924 CC 8.

En su sentencia, el tribunal de alzada señala lo siguiente:

4 Corte de Apelaciones de Valparaíso, 29 de noviembre de 2021, Rol núm. 787-2021.
5 Art. 45 CC. Se llama fuerza mayor o caso fortuito el imprevisto a que no es posible 

resistir, como un naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de auto-
ridad ejercidos por un funcionario público, etc.

6 Corte de Apelaciones de Concepción, 3 de marzo de 2022, Rol núm. 1006-2021.
7 Art. 1552 CC. En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora 

dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumple por su parte, o no se allana a 
cumplirlo en la forma y tiempo debidos.

8 Art. 1924 CC. El arrendador es obligado:
1.º A entregar al arrendatario la cosa arrendada;
2.º A mantenerla en el estado de servir para el fin a que ha sido arrendada;
3.º A librar al arrendatario de toda turbación o embarazo en el goce de la cosa arrendada.
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«Lleva la razón la arrendataria cuando afirma la existencia de 
un incumplimiento objetivo, de parte de la arrendadora, respecto de 
su obligación de mantener el inmueble en estado de servir al fin 
comercial que motivó la celebración del contrato y que el caso for-
tuito antes aludido sólo produce el efecto liberatorio de suspender 
la obligación y su exigibilidad mientras dure, así como el efecto 
exoneratorio de responsabilidad, relativo a la obligación de indem-
nizar eventuales perjuicios, quedando a salvo a la arrendataria otros 
remedios jurídicos, tales como la resolución del contrato, la ade-
cuación de la renta y la excepción del contrato no cumplido, que 
equivale a la suspensión del pago de la misma, siendo esta última la 
herramienta jurídica utilizada por la demandada.

Efectivamente, es errado sostener que no hubo incumplimiento 
de la arrendadora por efecto del caso fortuito y desde ahí rechazar 
la excepción de contrato no cumplido.

Adscribimos a una noción de incumplimiento contractual 
amplia y objetiva, entendiéndolo como un mínimo común denomi-
nador de todos los remedios jurídicos que se hacen operativos frente 
a los efectos de un caso fortuito en el contrato de que se trata. 
Noción que permite la convivencia del incumplimiento contractual 
con el caso fortuito, o sea un incumplimiento causado por el caso 
fortuito. Por regla general el caso fortuito no elimina el incumpli-
miento contractual de quien lo padece. Así las cosas, respecto del 
deudor de la obligación afectada (en la especie, mantener la cosa en 
estado de servir a los fines del contrato), los efectos son liberarlo del 
cumplimiento de su obligación y exonerarlo de la obligación de 
indemnizar. En tanto que, respecto del acreedor de la obligación 
afectada por el caso fortuito, si bien no puede exigir su cumplimien-
to específico, ni pedir una indemnización de perjuicios, dispondrá 
de los demás remedios, en la medida en que se satisfagan sus res-
pectivos requisitos de procedencia (Íñigo de la Maza y Álvaro Vidal 
en "Los efectos del incumplimiento contractual causado por caso 
fortuito en tiempos de pandemia COVID 19", Revista de Derecho 
Civil, Volumen VII, núm. 3, abril junio de 2020, pp. 123 161).»

Sin embargo, no da lugar a la excepción de contrato no cumpli-
do, ya que estima que no se cumple con el requisito de la propor-
cionalidad.

La tercera sentencia, esta vez es de la Corte Suprema, es de 28 
de julio de 2022 9. Como en los casos anteriores, se trata de una 
demanda de terminación de arrendamiento por no pago de la renta 
acogida por el tribunal de instancia, sin embargo, en este caso se 
eximió al arrendatario del pago de las rentas comprendidas entre 
los meses de abril y agosto del año 2020. Apelada la sentencia por 
el demandante, la Corte de Apelaciones de Santiago la revocó, 
declarando que se debían todas las rentas impagas.

9 Corte Suprema, 28 de julio de 2022, Rol núm. 85755-2021.
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Conociendo del recurso de casación en el fondo, la Corte Supre-
ma se refiere a las aportaciones de varios autores en los siguientes 
términos:

«Para el profesor Rodrigo Momberg Uribe, dos doctrinas pue-
den ser de ayuda a los arrendatarios que hayan visto alterado el uso 
y goce de la cosa arrendada por un hecho sobrevenido. La teoría de 
la frustración del fin del contrato y la teoría de la desaparición de la 
causa. En su concepto, ambas son complementarias, y de hecho, la 
primera, cuyo origen está en el common law, puede ser explicada 
en el derecho continental por medio de la segunda.

Para este autor, si como consecuencia de un hecho externo, 
sobrevenido imprevisible, cuyo riesgo no ha sido asumido por la 
parte afectada, la prestación que recibe ha perdido completa utili-
dad en relación con el propósito práctico perseguido con la ejecu-
ción del contrato, se habrá frustrado el fin del contrato, habiendo 
desaparecido la causa de su propia obligación. Ello trae como con-
secuencia, normalmente, la terminación del contrato. Sin embargo, 
aclara, en caso de que los hechos que motivan la frustración sean 
temporales, podría sostenerse que al igual como sucede con la fuer-
za mayor de carácter transitoria, las obligaciones de las partes que-
dan suspendidas hasta que cesen tales circunstancias. Especifica 
que la frustración deberá ser total, es decir, afectar completamente 
el propósito perseguido por el acreedor. Si la ejecución del contrato 
aún es útil para el arrendatario, aunque sea parcialmente, no se ha 
producido la frustración del mismo, y deberá cumplir con su obli-
gación de pagar la renta.

Descarta este autor la fuerza mayor o caso fortuito como exi-
mente de responsabilidad para el arrendatario. Afirma que es insos-
tenible plantear que respecto a la obligación de pagar la renta pueda 
concurrir el requisito de la irresistibilidad, atendido que las obliga-
ciones de dinero son por definición obligaciones de género, siendo, 
además, el dinero una cosa fungible. En otras palabras, según este 
profesor, el cumplimiento de una obligación de dinero no puede 
hacerse imposible, ya que siempre será factible jurídicamente para 
el deudor pagar. El dinero no se extingue, y el riesgo de disponer de 
una cantidad suficiente para pagar es del deudor. Esta posición, es 
compartida por el profesor Mauricio Tapia, para quien el COVID 
19 cumple, en general y abstracto, con los tres requisitos del caso 
fortuito, sin embargo, juega en favor del arrendador, pues, por 
medidas de autoridad, ajenas a él, no se puede abrir el local que él 
entregó en arriendo. Sostiene este autor que el arrendatario, en 
principio sigue obligado al pago de la renta, porque el dinero no 
perece y, en teoría, siempre es posible endeudarse para pagar (V. 
Momberg Uribe, Rodrigo: "La obligación del arrendatario durante 
la pandemia por Coronavirus", en https://www.pucv.cl/uuaa/dere-
cho/noticias/la obligacion del arrendatario durante la pandemia por 
coronavirus; y Tapia R., Mauricio: "El COVID 19 es un caso for-
tuito?". En http://www.derecho.uchile.cl/comunicaciones/colum-
nas de opinion/el covid 19es un caso fortuito mauricio tapia).

Que, a su turno, los profesores Álvaro Vidal e Íñigo de la Maza, 
sostienen que a la luz de las reglas del Código Civil chileno artícu-
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los 1928 10 y 1932 11 se reconoce al arrendatario el derecho a reducir 
la renta cuando por una anomalía de la cosa en este caso jurídica, 
se ve impedido parcialmente en forma temporal o definitiva de usar 
la cosa para el destino que la que fue arrendada. Afirman estos 
autores que el derecho a la reducción del precio, fuera de constituir 
una adecuación temporal o definitiva del contrato de un elemento 
esencial, implica la liberación parcial de la obligación del arrenda-
tario de pagar la renta y que la razón por la que se le libera parcial-
mente de la obligación, es que, por una anomalía jurídica, ha dis-
minuido el uso de la cosa para el fin que fue arrendada y tal 
liberación parcial de la obligación se mantendrá hasta que cese 
aquella anomalía que impide su uso.

Afirman que la excepción de contrato no cumplido en los 
arrendamientos comerciales, respecto de la obligación de pagar la 
renta, no suspende su cumplimiento, sino que libera al deudor de 
pagarla mientras se mantengan las consecuencias del caso fortuito 
motivado por la epidemia (Vidal Olivares, Álvaro y De la Maza 
Gazmuri, Íñigo: "Excepción de contrato no cumplido en los arren-
damientos comerciales". En https://idealex.press/excepcion contra-
to no cumplido arrendamientos comerciales/).

En tanto que para el profesor Jaime Alcalde, en la situación que 
se analiza, hay un caso que se asimila a la destrucción de la cosa, 
puesto que ella también se produce cuando desaparece la aptitud de 
ésta para el objeto a que según su naturaleza o el contrato se desti-
na, con la particularidad de que esa imposibilidad de goce tiene un 
efecto temporal o relativo, y no definitivo o absoluto. Eso significa 
que ese hecho no pone fin al contrato, sino que suspende su efica-
cia para evitar que se produzca un desequilibrio patrimonial de las 
partes. Agrega este autor que el arrendamiento es un contrato con-

10 Art. 1928 CC. El arrendador en virtud de la obligación de librar al arrendatario de 
toda turbación o embarazo, no podrá, sin el consentimiento del arrendatario, mudar la 
forma de la cosa arrendada, ni hacer en ella obras o trabajos algunos que puedan turbarle o 
embarazarle el goce de ella.

Con todo, si se trata de reparaciones que no puedan sin grave inconveniente diferirse, 
será el arrendatario obligado a sufrirlas, aun cuando le priven del goce de una parte de la 
cosa arrendada; pero tendrá derecho a que se le rebaje entre tanto el precio o renta, a pro-
porción de la parte que fuere.

Y si estas reparaciones recaen sobre tan gran parte de la cosa, que el resto no aparezca 
suficiente para el objeto con que se tomó en arriendo, podrá el arrendatario dar por termi-
nado el arrendamiento.

El arrendatario tendrá además derecho para que se le abonen los perjuicios, si las 
reparaciones procedieren de causa que existía ya al tiempo del contrato, y no era entonces 
conocida por el arrendatario, pero lo era por el arrendador, o era tal que el arrendador 
tuviese antecedentes para temerla, o debiese por su profesión conocerla.

Lo mismo será cuando las reparaciones hayan de embarazar el goce de la cosa dema-
siado tiempo, de manera que no pueda subsistir el arrendamiento sin grave molestia o 
perjuicio del arrendatario.

11 Art. 1932 CC. El arrendatario tiene derecho a la terminación del arrendamiento y 
aun a la rescisión del contrato, según los casos, si el mal estado o calidad de la cosa le 
impide hacer de ella el uso para que ha sido arrendada, sea que el arrendador conociese o 
no el mal estado o calidad de la cosa al tiempo del contrato; y aun en el caso de haber 
empezado a existir el vicio de la cosa después del contrato, pero sin culpa del arrendatario.

Si el impedimento para el goce de la cosa es parcial o si la cosa se destruye en parte, 
el juez decidirá, según las circunstancias, si debe tener lugar la terminación del arrenda-
miento, o concederse una rebaja del precio o renta.
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mutativo y, por ende, las prestaciones de las partes deben propen-
der hacia aquella equivalencia que ellas previeron al contratar 
según el artículo 1441 Código Civil 12.

Explica que el goce de la cosa se mira como equivalente de la 
renta, de suerte que, si el primero no se puede obtener, tampoco 
hay un deber de pagar dicha renta por todo el tiempo que dure ese 
impedimento, puesto que de ocurrir se produciría un enriqueci-
miento injustificado. Tal es la regla que da el artículo 1932 Código 
Civil, siempre que el hecho sea completamente ajeno al arrendata-
rio. Señala que esto no sucede, por ejemplo, cuando la explotación 
de un determinado giro depende de los anhelos de éste, pero no de 
su situación objetiva, como si abre el restaurante sin contar con los 
permisos y patentes respectivas. Entonces, y salvo que se haya con-
venido una moratoria en el propio contrato, la renta se sigue deven-
gando mes a mes, según lo estipulado. Concluye que de esto no se 
sigue que el arrendador no pueda pedir la restitución del inmueble. 
Afirma que siempre lo puede hacer, observando los requisitos que 
estipule el contrato o aquellos que establece la Ley 18.101. Cues-
tión aparte, indica, es que, judicializada la restitución, el arrenda-
dor no pueda exigir el pago de la renta por el tiempo que estuvieron 
vigentes las prohibiciones de apertura, puesto que el riesgo operó 
de la manera antes expuesta.

Nada impide igualmente que las partes renegocien el contrato 
y convengan una suerte de pago con beneficio de competencia por 
un determinado plazo respecto de las rentas futuras a modo de tran-
sacción (Alcalde Silva, Jaime: "Asignación de riesgos en tiempos 
de COVID 19: una mirada desde el Arrendamiento". En http://
derecho.uc.cl/es/noticias/derecho uc en los medios/25143 profesor 
jaime alcalde asignación de riesgos en tiempos de COVID19 una 
mirada desde el arrendamiento).

En fin, para el profesor Hernán Corral Talciani, no es necesario 
recurrir a ninguna de estas teorías. Afirma este autor que la solu-
ción reside en aplicar directa y no analógicamente la regla del artí-
culo 1932 del Código Civil, ya sea que se le entienda como distri-
bución de riesgos por caso fortuito que impide transitoriamente el 
cumplimiento de la obligación del arrendador, o porque se está 
frente una norma que excepcionalmente permite terminar o revisar 
el contrato por un cambio de circunstancias que impide temporal-
mente que el arrendatario use la cosa para el fin para el cual la 
arrendó (frustración del fin del contrato, desaparición de la causa o 
de la conmutatividad). V. Corral Talciani, Hernán: "Pandemia, obli-
gaciones y contratos: nuevas soluciones para nuevos problemas". 
En Revista Jurídica Digital, UANDES 4/1 (2020).»

A continuación, la Corte estima que el COVID-19 cumple, en 
abstracto, con los requisitos del caso fortuito, al igual que las medi-
das tomadas por la autoridad. Añade que, para resolver el recurso 

12 Art. 1441 CC. El contrato oneroso es conmutativo, cuando cada una de las partes 
se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe 
dar o hacer a su vez; y si el equivalente consiste en una contingencia incierta de ganancia o 
pérdida, se llama aleatorio.
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es necesario adentrarse en la exégesis del artículo 1932 CC y seña-
la que, pese a que cierta doctrina estima que la norma se limitaría a 
defectos materiales, otro sector (cita aquí a Orrego Acuña) ha com-
prendido también otros de carácter jurídico, posición que ha sido 
seguida los tribunales superiores de justicia; expone lo siguiente:

«Este alcance que se da a la expresión "calidad", no es desco-
nocido por la Jurisprudencia. Este tribunal ha empleado el artículo 
1932 del Código Civil para enfrentar cuestiones relacionadas con 
actos externos. Tal es el caso referido al arrendamiento de un 
inmueble que se dedicaría a un jardín infantil, donde la arrendadora 
autorizó expresamente a la arrendataria a solicitar al ente edilicio el 
cambio de destino del inmueble. Sin embargo, el permiso fue dene-
gado toda vez que el inmueble no cumplía con las normas relativas 
a los permisos ni con las relativas a la recepción de obras (Corte 
Suprema, 29 de septiembre de 2003, rol núm. 4213 2002); otro 
ejemplo, se arrendó un departamento para un uso diverso del que 
permitía el condominio en el que se encontraba, por lo mismo, el 
arrendatario no pudo destinar el inmueble al uso que garantizaba el 
contrato (Corte Suprema, 13 de agosto de 2015, rol núm. 7205 
2015); y la situación en que se arrendó un inmueble para dedicarlo 
a actividades educacionales; sin embargo, en la recepción definiti-
va de edificaciones realizadas en el inmueble anterior al contrato 
de arrendamiento, se señalaba que se excluían las actividades de 
educación (Corte Suprema, 6 de octubre de 2016, rol núm. 55067 
2016). En el mismo sentido, Corte de Apelaciones de Santiago, 29 
de noviembre de 2007, rol núm. 3073 2003, en que se desestimó el 
recurso de casación.

De este conjunto de sentencias, los profesores De la Maza Gaz-
muri y Ulloa Valenzuela infieren que al menos en los últimos años, 
la tutela del arrendatario no solo alcanza a cuestiones que se 
podrían denominar de disconformidad material, es decir, aquellas 
en que la materialidad de la cosa no termina de adecuarse a lo que 
exige el contrato, sino que, además, cubren aspectos de disconfor-
midad jurídica. Y dentro de estos aspectos, encontramos no solo la 
presencia de derechos de terceros según lo dispone el artículo 
1931 13, sino que, también, lo que denominan "vicios jurídicos", 
cuya peculiaridad es que se trata de cuestiones que no afectan a la 
materialidad de la cosa, sino a su situación legal en términos que 
impiden u obstaculizan aquello que garantiza el contrato al arren-
datario. De lo que concluyen que frente a la presencia de un vicio 
jurídico, la tutela de arrendatario queda determinado por el régi-
men de los artículos 1932 a 1937 14, es decir, por parte de las nor-

13 Art. 1931 CC. La acción de terceros que pretendan derecho a la cosa arrendada, se 
dirigirá contra el arrendador.

El arrendatario será sólo obligado a noticiarle la turbación o molestia que reciba de 
dichos terceros, por consecuencia de los derechos que alegan, y si lo omitiere o dilatare 
culpablemente, abonará los perjuicios que de ello se sigan al arrendador.

14 Art. 1933 CC. Tendrá además derecho el arrendatario, en el caso del artículo pre-
cedente, para que se le indemnice el daño emergente, si el vicio de la cosa ha tenido una 
causa anterior al contrato.
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mas que disciplinan la obligación del arrendador de mantener la 
cosa en estado de servir para el fin a que ha sido arrendada (De la 
Maza Gazmuri, Íñigo y Ulloa Valenzuela, Pablo: "La tutela del 
arrendatario frente a las turbaciones jurídicas en el arrendamiento 
de inmuebles". En Revista Ius et París, Año 24, núm. 3, 2018, 
pp. 784 786). Por la aplicación directa del artículo 1932 del Código 
Civil, está el profesor Hernán Corral Talciani (v. Corral Talciani, 
Hernán. ob. cit).»

Finalmente, concluye:

«Que, en lo que toca a la consecuencia jurídica que se imputa a 
la ocurrencia del supuesto de hecho descrito en el párrafo que ante-
cede, tratándose de un riesgo relacionado con la cosa que, como 
tal, es de cargo del arrendador, permite al arrendatario la suspen-
sión de la contra prestación que es el pago de la renta convenida. 
Recuérdese que en todos los casos en que no resulta aplicable el 
artículo 1550 15 del Código Civil se debe recurrir a la denominada 
"buena doctrina", la que pone de cargo del dueño el riesgo de la 
cosa, de manera que será el arrendador, en su calidad de propietario 
o titular de la res, quien deba soportar el costo por el cierre del 
inmueble arrendado, dispuesto por la Autoridad Sanitaria. Además, 
el embarazo o perturbación en el uso que se analiza es asimilable a 
la destrucción de la cosa, puesto que ella, también, se produce 
cuando desaparece la aptitud de ésta para el objeto a que, según su 
naturaleza o el contrato, se destina, con la particularidad de que la 
imposibilidad dispuesta por la autoridad pública por razones de 
salud al ser esencialmente transitoria, genera un efecto temporal o 

Y si el vicio era conocido del arrendador al tiempo del contrato, o si era tal que el 
arrendador debiera por los antecedentes preverlo o por su profesión conocerlo, se incluirá 
en la indemnización el lucro cesante.

Art. 1934 CC. El arrendatario no tendrá derecho a la indemnización de perjuicios, que 
se le concede por el artículo precedente, si contrató a sabiendas del vicio y no se obligó el 
arrendador a sanearlo; o si el vicio era tal, que no pudo sin grave negligencia de su parte 
ignorarlo; o si renunció expresamente a la acción de saneamiento por el mismo vicio, 
designándolo.

Art. 1935 CC. El arrendador es obligado a reembolsar al arrendatario el costo de las 
reparaciones indispensables no locativas, que el arrendatario hiciere en la cosa arrendada, 
siempre que el arrendatario no las haya hecho necesarias por su culpa, y que haya dado 
noticia al arrendador lo más pronto, para que las hiciese por su cuenta. Si la noticia no 
pudo darse en tiempo, o si el arrendador no trató de hacer oportunamente las reparaciones, 
se abonará al arrendatario su costo razonable, probada la necesidad.

Art. 1936 CC. El arrendador no es obligado a reembolsar el costo de las mejoras útiles, 
en que no ha consentido con la expresa condición de abonarlas; pero el arrendatario podrá 
separar y llevarse los materiales, sin detrimento de la cosa arrendada; a menos que el arren-
dador esté dispuesto a abonarle lo que valdrían los materiales considerándolos separados.

Art. 1937 CC. En todos los casos en que se debe indemnización al arrendatario, no 
podrá éste ser expelido o privado de la cosa arrendada, sin que previamente se le pague o 
se le asegure el importe por el arrendador.

Pero no se extiende esta regla al caso de extinción involuntaria del derecho del arren-
dador sobre la cosa arrendada.

15 Art. 1550 CC. El riesgo del cuerpo cierto cuya entrega se deba, es siempre a cargo 
del acreedor; salvo que el deudor se constituya en mora de efectuarla, o que se haya com-
prometido a entregar una misma cosa a dos o más personas por obligaciones distintas; en 
cualquiera de estos casos, será a cargo del deudor el riesgo de la cosa, hasta su entrega.
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relativo. En palabras del profesor Alcalde, no significa el fin del 
contrato, sino que suspende su eficacia para evitar que se produzca 
un desequilibrio patrimonial de las partes. Para este autor, siendo el 
arrendamiento un contrato conmutativo, las prestaciones de las 
partes deben propender hacia aquella equivalencia que ellas previe-
ron al contratar, donde el goce de la cosa se mira como equivalente 
de la renta, de suerte que, si el primero no se puede obtener, tampo-
co hay un deber de pagar dicha renta por todo el tiempo que dure 
ese impedimento, puesto que de ocurrir se produciría un enriqueci-
miento injustificado (v. Alcalde Silva, Jaime. ob. cit.). A esta solu-
ción arriban también los profesores Álvaro Vidal e Íñigo de la 
Maza, para quienes el derecho a la reducción del precio a que se 
refiere el inciso segundo del artículo 1932 del Código Civil, fuera 
de constituir una adecuación temporal o definitiva del contrato de 
un elemento esencial, implica la liberación parcial de la obligación 
del arrendatario de pagar la renta (v. Vidal Olivares, Álvaro y De la 
Maza Gazmuri, Íñigo: "Excepción de contrato no cumplido en los 
arrendamientos comerciales". ob. cit).»

La cuarta sentencia es, también, de la Corte Suprema, de 1 de 
agosto de 2022 16. De igual modo trata de una demanda de termina-
ción de contrato de arrendamiento por no pago de rentas acogida 
por el tribunal de primera instancia y confirmada por la Corte de 
Apelaciones de Valparaíso. Tanto los argumentos como la decisión 
de la Corte Suprema son los mismos que los del fallo anterior.

La última sentencia es de la Corte de Apelaciones de Santiago, 
de 23 de junio de 2023 17. En este caso, señala la Corte que el con-
trato se encontraba terminado y el inmueble restituido al arrenda-
dor. Sin embargo, se adeudaban rentas, y eso es lo que solicita el 
arrendador; la sentencia de primera instancia se las concede.

El tribunal de alzada estima que los contratos son instrumentos 
de distribución de riesgo y que, por lo mismo, debe determinarse 
cómo se distribuye el riesgo de la pandemia COVID-19. Para deter-
minar dicha distribución, estima lo siguiente:

«(…) en circunstancias normales el riesgo [de no poder utilizar 
la cosa] es del arrendatario, pero la excepcionalidad de la situación 
que acarreó la pandemia del COVID-19 se puede asimilar a la des-
trucción de la cosa, puesto que ella también se produce cuando des-
aparece la aptitud de ésta para el objeto a que según su naturaleza o 
el contrato se destina (artículo 1486, inc. 3.º Código Civil 18). Esto 

16 Corte Suprema, 1 de agosto de 2022, Rol núm. 49739-2021.
17 Corte de Apelaciones de Santiago, 23 de junio de 2023, Rol núm. 16955-2022.
18 Art. 1486 CC. Si antes del cumplimiento de la condición la cosa prometida perece 

sin culpa del deudor, se extingue la obligación; y por culpa del deudor, el deudor es obliga-
do al precio, y a la indemnización de perjuicios.

Si la cosa existe al tiempo de cumplirse la condición, se debe en el estado en que se 
encuentre, aprovechándose el acreedor de los aumentos o mejoras que haya recibido la 
cosa, sin estar obligado a dar más por ella, y sufriendo su deterioro o disminución, sin 
derecho alguno a que se le rebaje el precio; salvo que el deterioro o disminución proceda 
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implica que, por sí mismo, ese hecho no puso fin al contrato, pero 
sí invitaba a revisar la eficacia de algunas de sus estipulaciones 
para evitar que se produzca un excesivo desequilibrio patrimonial 
de las partes.

Que sin perjuicio de lo hasta aquí razonado, cabe tener en 
cuenta que, como bien puntualiza la sentencia apelada, en este caso 
se dio por establecido como hecho de la causa que el arrendatario 
se hizo cargo en el contrato de los gastos que pudiere ocasionar el 
cumplimiento de órdenes o disposiciones impartidas por la autori-
dad durante la vigencia del contrato, y de los requisitos o exigen-
cias legales o reglamentarias de cualquier naturaleza que dijeran 
relación con la instalación o funcionamiento del establecimiento 
(cláusula séptima), es decir, que en este caso el arrendatario tomó 
sobre si el riesgo de los actos de la autoridad.

Con lo anterior en cuenta, la consideración de los efectos de la 
pandemia como factor que determine la necesidad de redistribuir 
los riesgos difícilmente podría alcanzar a extenderse a una de las 
obligaciones esenciales del contrato, como es el pago de la renta.»

¿Qué se extrae de este conjunto de sentencias de los tribunales 
superiores?

Acaso lo primero es la fuerza de los hechos: los arrendatarios 
no pudieron utilizar la cosa arrendada y, por lo mismo, dejaron de 
pagar la renta. Frente a esto, los arrendadores demandaron la termi-
nación del contrato y el pago de las rentas adeudadas.

Los tribunales superiores tendieron a solidarizarse con la situa-
ción de los arrendatarios y, de manera más o menos directa, acudie-
ron a la disciplina de los riesgos sobrevenidos, generalmente, bajo 
el signo del caso fortuito y, en al menos una ocasión, asumiendo 
una noción amplia y neutra del incumplimiento contractual.

Las sentencias más importantes de este grupo son, con diferen-
cia, las del 28 de julio de 2022 y de 1 de agosto de 2022. No es solo 
que sean de la Corte Suprema, sino que, además, en ellas la Corte, 
en comunicación con la doctrina, resuelve la situación que interesa 
a este trabajo: la situación de un arrendamiento de inmuebles en la 
que, por una situación jurídica sobrevenida de carácter imprevisible 
e irresistible, no resulta posible para el arrendatario –al menos por 
un tiempo– utilizar la cosa para el fin establecido en el contrato.

En esa situación, la pregunta es relativa al destino de la obliga-
ción de pago de la renta del arrendatario. Una pregunta cuya res-
puesta entraña la necesidad de justificación. En otras palabras, tan 
importante como la pregunta acerca de si debe o no seguir pagando 

de culpa del deudor; en cuyo caso el acreedor podrá pedir o que se rescinda el contrato o 
que se le entregue la cosa, y además de lo uno o lo otro tendrá derecho a indemnización de 
perjuicios.

Todo lo que destruye la aptitud de la cosa para el objeto a que según su naturaleza o 
según la convención se destina, se entiende destruir la cosa.
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la renta es por qué. Y la razón por la que no debe seguir pagando la 
renta es que el acto de autoridad ha impedido temporalmente el uso 
de la cosa para el fin que fue arrendada.

Se trata de una anomalía jurídica que afecta la calidad de la 
cosa en términos que, temporalmente, deja de estar en estado de 
servir para el fin que fue arrendada. No lo declara la Corte expre-
samente, sin embargo, una lectura detenida de fallo podría llevar-
nos a concluir que lo que no dice la sentencia sí lo describe. Al 
vincular la obligación de artículo 1924 núm. 2 CC con la disposi-
ción de artículo 1932 CC, que resulta aplicable porque, por una 
anomalía jurídica –el acto de autoridad– el arrendatario se ha visto 
impedido temporalmente de usar la cosa para el fin que fue arren-
dada, pareciera que la sentencia asume el incumplimiento de la 
obligación de arrendador. A diferencia de lo que sucede con la sen-
tencia de la Corte de Apelaciones de Concepción, que expresa 
directamente que el arrendador ha incurrido en un incumplimiento 
que el arrendador ha incurrido en un incumplimiento –objetivo– 
originado por un caso fortuito y declarar procedente, en abstracto, 
la excepción de contrato no cumplido.

2. LA DOCTRINA CHILENA

Las sentencias de la Corte Suprema han aligerado considera-
blemente el peso de exponer la opinión de la doctrina, sin embargo, 
no lo han eliminado. Por dos razones. La primera es porque hay 
algunos autores que no cita y, la segunda, porque aquellos que cita, 
en ocasiones sostienen algunas cuestiones no recogidas por las 
sentencias que, sin embargo, son de interés para nuestro tratamien-
to de la situación del contrato de arrendamiento.

El primero de los autores citado por las sentencias es Momberg 
Uribe 19. Estima este autor que el arrendatario no puede alegar el 
caso fortuito, pues su obligación es de dinero, y agrega que:

«Asimismo, puede sostenerse que el arrendador no ha incum-
plido sus obligaciones, ya que la cosa se encuentra disponible para 
el arrendatario, sin perjuicio que por un hecho externo no pueda 
darle el uso que pretende.»

Añade que tampoco procedería la alteración sobrevenida de las 
circunstancias y, tal y como lo señala la Corte, estima procedente la 
frustración del contrato.

19 Momberg (2020a). Disponible en https://www.pucv.cl/uuaa/derecho/noticias/la-
obligacion-del-arrendatario-durante-la-pandemia-por-coronavirus.
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Los siguientes autores citados somos nosotros y, luego, Alcalde 
Silva. Este último autor, en una primera columna de 29 de abril de 
2020 20, refiriéndose a un supuesto como los resueltos por la Corte 
Suprema, sostiene:

«En el caso que aquí se comenta, hay una situación que se asi-
mila a la destrucción de la cosa, puesto que ella también se produce 
cuando desaparece la aptitud de ésta para el objeto a que según su 
naturaleza o el contrato se destina (artículo 1486 III CC 21), con la 
particularidad de que esa imposibilidad de goce tiene un efecto 
temporal o relativo (toda prohibición de apertura por razones de 
salud pública es esencialmente transitoria), y no definitivo o abso-
luto. Eso significa que ese hecho no pone fin al contrato, sino que 
suspende su eficacia para evitar que se produzca un desequilibrio 
patrimonial de las partes. El arrendamiento es un contrato conmu-
tativo y, por ende, las prestaciones de las partes deben propender 
hacia aquella equivalencia que ellas previeron al contratar (artículo 
1441 CC). El goce de la cosa se mira como equivalente de la renta, 
de suerte que, si el primero no se puede obtener, tampoco hay un 
deber de pagar dicha renta por todo el tiempo que dure ese impedi-
mento, puesto que de ocurrir se produciría un enriquecimiento 
injustificado. Tal es la regla que da el artículo 1932 CC, siempre 
que el hecho sea completamente ajeno al arrendatario. Esto no 
sucede, por ejemplo, cuando la explotación de un determinado giro 
depende de los anhelos de éste, pero no de su situación objetiva, 
como si abre el restaurante sin contar con los permisos y patentes 
respectivas. Entonces, y salvo que se haya convenido una morato-
ria en el propio contrato, la renta se sigue devengando mes a mes, 
según lo estipulado.

De esto no se sigue, por cierto, que el arrendador no pueda 
pedir la restitución del inmueble. Siempre lo puede hacer, obser-
vando los requisitos que estipule el contrato o aquellos que estable-
ce la Ley 18.101 (por ejemplo, modos de efectuar el desahucio y 
plazos de espera). Cuestión aparte es que, judicializada la restitu-
ción, el arrendador no pueda exigir el pago de la renta por el tiem-
po que estuvieron vigentes las prohibiciones de apertura, puesto 
que el riesgo operó de la manera antes expuesta. Nada impide 
igualmente que las partes renegocien el contrato y convengan una 

20 Alcalde (2020a). Disponible en: https://estadodiario.com/columnas/asignacion-
de-riesgos-en-tiempos-de-covid-19-una-mirada-desde-el-arrendamiento/.

21 Art. 1486 CC. Si antes del cumplimiento de la condición la cosa prometida perece 
sin culpa del deudor, se extingue la obligación; y por culpa del deudor, el deudor es obliga-
do al precio, y a la indemnización de perjuicios.

Si la cosa existe al tiempo de cumplirse la condición, se debe en el estado en que se 
encuentre, aprovechándose el acreedor de los aumentos o mejoras que haya recibido la cosa, 
sin estar obligado a dar más por ella, y sufriendo su deterioro o disminución, sin derecho 
alguno a que se le rebaje el precio; salvo que el deterioro o disminución proceda de culpa 
del deudor; en cuyo caso el acreedor podrá pedir o que se rescinda el contrato o que se le 
entregue la cosa, y además de lo uno o lo otro tendrá derecho a indemnización de perjuicios.

Todo lo que destruye la aptitud de la cosa para el objeto a que según su naturaleza o 
según la convención se destina, se entiende destruir la cosa.



1729Pandemia, caso fortuito y arrendamiento de locales comerciales

ADC, tomo LXXVII, 2024, fasc. IV (octubre-diciembre), pp. 1715-1756

suerte de pago con beneficio de competencia por un determinado 
plazo respecto de las rentas futuras a modo de transacción.»

En su segunda columna 22, profundiza acerca del artículo 1932 
CC, indicando por qué, en su opinión, no se aplicaría a la situación 
del arrendatario que se encuentra impedido de gozar del local 
comercial por las medidas tomadas por la autoridad en virtud del 
COVID-2019. Indica este autor que el artículo 1932 se refiere a la 
materialidad de la cosa; de esta manera, no resultaría aplicable a 
las medidas de autoridad que impiden utilizarla. La opinión de 
Alcalde es la siguiente:

«(…) hay una solución que proviene de la propia naturaleza de 
las cosas (artículos 24 CC 23 y 170, núm. 5.º CPC), que surge de lo 
que el contrato significa como operación económica querida por 
las partes y regulada por el derecho. Si el arrendatario no puede 
gozar de la cosa arrendada porque un hecho imprevisto que no 
puede resistir lo impide, correlativamente el arrendador no puede 
exigir el pago de la renta porque se ha roto la conmutatividad del 
contrato, la que debe existir mientras durante la vigencia del 
mismo. Es la misma idea que recoge el artículo 1932 CC, aunque 
la situación que aquí interesa no está contenida en los casos posi-
bles que caben dentro de su supuesto de hecho porque ahí se trata 
de la destrucción que provoca el vicio propio de la cosa. La res-
puesta para el problema que las medidas sanitarias han provocado 
sobre el funcionamiento del comercio se encuentra en las reglas 
generales que componen la teoría del contrato, incluido el multifa-
cético principio de buena fe (artículo 1546 CC). Basta leer el signi-
ficado que el citado artículo 16, letra g) de la Ley 19.496 atribuye a 
la exigencias derivadas de este último: la buena fe refiere a paráme-
tros objetivos y rechaza el desequilibrio importante en los derechos 
y obligaciones que para las partes se deriven del contrato (rectius: 
de su naturaleza), atendiendo para ello a su finalidad (la causa o 
propósito práctico del contrato) y a las disposiciones especiales o 
generales que lo rigen (las reglas contractuales o legales que repar-
ten los riesgos del contrato).»

El cuarto autor citado por la Corte Suprema es Corral Talcia-
ni 24. Según entiende, el artículo 1932 resulta aplicable en los 
siguientes términos:

22 Alcalde (2020b). Disponible en: https://estadodiario.com/columnas/de-nuevo-
sobre-el-arrendamiento-de-locales-sobre-el-sentido-del-articulo-1932-del-codigo-civil-y-
dos-celebres-casos-ingleses/.

23 Art. 24 CC. En los casos a que no pudieren aplicarse las reglas de interpretación 
precedentes, se interpretarán los pasajes obscuros o contradictorios del modo que más con-
forme parezca al espíritu general de la legislación y a la equidad natural.

24 Corral (2020). Disponible en: https://www.elmercurio.com/legal/movil/detalle.
aspx?Id=908430&Path=/0D/DC/.
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«Por nuestra parte, pensamos que no es necesario recurrir a 
ninguna de estas teorías (frustración del fin del contrato, incumpli-
miento y conmutatividad) y que la solución reside en aplicar direc-
ta y no analógicamente la regla del art. 1932, ya sea que la entenda-
mos como distribución de riesgos por caso fortuito que impide 
transitoriamente el cumplimiento de la obligación del arrendador, o 
porque se está frente una norma que excepcionalmente permite ter-
minar o revisar el contrato por un cambio de circunstancias que 
impide temporalmente que el arrendatario use la cosa para el fin 
para el cual la arrendó (frustración del fin del contrato, desapari-
ción de la causa o de la conmutatividad).»

A continuación, el quinto autor citado es Tapia Rodríguez 25, 
quien sostiene lo siguiente respecto de los arrendamientos comer-
ciales:

«Aquí el problema es distinto, porque muchos locales debieron 
cerrar por órdenes de autoridad, como restaurantes y negocios no 
considerados esenciales. El arrendatario, en tales casos, simple-
mente no puede utilizar el inmueble arrendado para desarrollar su 
comercio. Es lo que está ocurriendo masivamente en el caso de los 
malls. La cuestión es que el arrendador puso a disposición de los 
arrendatarios esos locales, quienes conservan sus productos y las 
llaves. El caso fortuito juega en favor del arrendador, pues, por 
medidas de autoridad, ajenas a él, no se puede abrir el local que él 
entregó en arriendo. El arrendatario, por su parte, en principio 
sigue obligado al pago de la renta, porque ya dijimos que el dinero 
no perece y, en teoría, siempre es posible endeudarse para pagar.

Aunque es complejo, podría alegarse que, no pudiendo ocupar 
el local y no pudiendo producir dinero, ambos compromisos están 
relacionados y deberían suspenderse. O incluso sostenerse que el 
impedimento es de tal envergadura, por lo prolongado del cierre, 
que el contrato perdió toda base y sentido, y debería terminar. Pero 
en Chile no hay mucha experiencia en esas medidas. En estos 
casos, lo que se sabe es que muchos han llegado a acuerdo con sus 
arrendadores, para suspender rentas durante el cierre a cambio de 
seguir pagando al menos los gastos comunes, pues hay que seguir 
manteniendo los centros comerciales y pagando la seguridad.»

Tales son los autores citados por la Corte Suprema en sus sen-
tencias. A continuación, consideramos tres autores que han escrito 
trabajos académicos con posterioridad a las sentencias de la Corte 
Suprema citadas en este trabajo. El primero de ellos es Javier 
Rodríguez Díez 26.

El autor manifiesta ciertas dudas tanto respecto de la aplicación 
del artículo 1932 CC como de la aplicación de la excepción de con-
trato no cumplido. Por lo que toca a lo primero, entiende que «no 

25 Tapia (2020), p. 244.
26 Rodríguez (2022), pp. 253-269.



1731Pandemia, caso fortuito y arrendamiento de locales comerciales

ADC, tomo LXXVII, 2024, fasc. IV (octubre-diciembre), pp. 1715-1756

es completamente justo poner de cargo del arrendador cualquier 
caso fortuito que afecte la actividad del arrendatario» 27. Con todo, 
advierte que su opinión no es, necesariamente, que no proceda el 
artículo 1932 en casos como este, sino que la Corte no justifica 
dicha procedencia adecuadamente.

En lo que concierne a la excepción de contrato no cumplido, 
advierte que en otros países no se ha aceptado 28 y señala que:

«Frente a este panorama en la experiencia comparada, y consi-
derando las implicancias prácticas de permitir la suspensión unilate-
ral de una prestación debido a la imposibilidad de cumplimiento de 
la contraparte por caso fortuito, era de esperar que la Corte Suprema 
diera una justificación particularmente robusta al desenlace ofreci-
do, cosa que no hizo. El fallo podría haber desarrollado las opinio-
nes de un creciente sector de la doctrina nacional que considera, por 
diversas razones, que el art. 1552 resulta igualmente aplicable frente 
a supuestos de caso fortuito o fuerza mayor, señalando en muchos 
casos que sería irrelevante para estos efectos que el incumplimiento 
no sea imputable a la parte que se ve impedida de realizar su presta-
ción, y que esa circunstancia que incidiría solo en la posibilidad de 
demandar perjuicios contemplada en el art. 1557 29.» 30

El segundo autor es Alex Zúñiga Tejos, quien, a partir del peri-
culum obligationis, señala que:

«i) es obligación de arrendador proveer un bien que sirva para 
el fin que ha sido arrendado, y i) existiría un principio general de la 
legislación que consistiría en que una parte no conserva el derecho 
a exigir la contraprestación si no cumple con la que tiene a su 
cargo, por lo que el riesgo en estos casos debe recaer en el 
arrendador.» 31

En lo que toca al remedio que puede utilizar el arrendatario:

«Así las cosas, ante la imposibilidad total de parte del arrenda-
dor de proveer un bien que sirva para los fines que ha sido arrenda-
do, el arrendatario podrá suspender el pago de la renta, al configu-
rarse una situación de excepción de contrato no cumplido.» 32

Luego, añade que:

«el arrendatario no debería pagar la "renta convenida", pues al 
no proveérsele un bien que sirva para el fin para el que ha contrata-
do, no debe cumplir la obligación correlativa, pero esto no es sinó-

27 Rodríguez (2022), p. 258.
28 Rodríguez (2022), p. 261.
29 Art. 1557 CC. Se debe la indemnización de perjuicios desde que el deudor se ha 

constituido en mora, o si la obligación es de no hacer, desde el momento de la contravención.
30 Rodríguez (2022), p. 262.
31 Zúñiga (2020), p. 90.
32 Zúñiga (2020), p. 91.
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nimo de decir que necesariamente no deba pagar suma alguna 
durante todo este tiempo. Aunque suene paradójico, la razón es 
simple: el pago de la renta nace como obligación correlativa del 
vínculo tantas veces comentado, pero el arrendatario igualmente 
está utilizando el inmueble para almacenar o proteger bienes pro-
pios, que de no tenerlos en ese lugar implicarían un gasto, así como 
está ejerciendo una opción o evitando un costo de oportunidad, 
pues podrá activar rápidamente su negocio tan pronto se levanten 
las medidas de impedimento. Por otra parte, quien es el dueño del 
bien está inhabilitado de usarlo (o de disponer materialmente de él) 
mientras se mantengan dichas circunstancias. Por lo tanto, la razón 
de este posible pago sería otra: evitar con ello un enriquecimiento 
injustificado y no por concepto de renta del uso convenido.» 33

El tercer autor es Sebastián Campos Micin, en su opinión:

«(…) la cuestión se resuelve entendiendo que la imposibilidad 
actual de destinar la cosa para el fin a que ha sido arrendada impli-
ca un incumplimiento de arrendador.» 34

Al referirse al artículo 1924, núm. 2, afirma que:

«La disposición, en consecuencia, incorpora el propósito de 
arrendatario al contenido de la obligación de arrendador (en la 
medida, obviamente, que tal propósito haya sido conocido por 
ambas partes y funja como causa concreta de la obligación de 
arrendatario). De este modo, el arrendador no sólo debe resguardar 
un goce pacífico, sino también asegurar que el propósito de arren-
datario podrá ser satisfecho. Consecuentemente, como lo, sugiere 
lúcidamente Zúñiga, los riesgos que impidan el destino económico 
de bien arrendado son riesgos propios de contrato.» 35

Por lo que se refiere a las consecuencias:

«Las consecuencias que de ello se sigue son, por una parte, que 
el arrendador quedará liberado de responsabilidad y verá suspendi-
da la exigibilidad de su obligación, y, por otra, que el arrendatario 
esta facultad para pedir la terminación de contrato o suspender el 
pago de la renta (…).» 36

Finalmente, concluye:

«La cuestión clave, en consecuencia, está en justificar que un 
impedimento temporal, causado por un caso fortuito, no es óbice al 
reconocimiento del incumplimiento.» 37

33 Zúñiga (2020), p. 92.
34 Campos (2020), p. 214.
35 Campos (2020), p. 214.
36 Campos (2020), p. 214.
37 Campos (2020), p. 214.



1733Pandemia, caso fortuito y arrendamiento de locales comerciales

ADC, tomo LXXVII, 2024, fasc. IV (octubre-diciembre), pp. 1715-1756

Pues bien, ¿qué se puede concluir de las opiniones aquí trans-
critas?

Para empezar, algo semejante a lo primero que se concluyó res-
pecto de las sentencias de los tribunales superiores de justicia, y es 
una cierta solidaridad con la situación de los arrendatarios. Lo segun-
do, es un cierto desacuerdo respecto de cómo y con cargo a qué dis-
positivo ha de administrarse la situación originada por el acto de 
autoridad que impide el uso de la cosa para el fin que arrendada.

Así, por ejemplo, Momberg niega que se pueda acudir al incum-
plimiento o a la alteración sobrevenida de las circunstancias, en 
cambio, estima que la cuestión debiera administrarse con cargo a la 
doctrina de la frustración de fin de contrato. Alcalde, por su parte, 
entiende que no se aplicaría el artículo 1932 CC, sino que algo así 
como el principio de buena fe y la conmutatividad de contrato que 
debe procurar la equivalencia de las prestaciones. Por su parte, 
Tapia plantea el problema considerando la obligación de arrendata-
rio de pagar la renta y explica que, con cargo a la buena fe, el arren-
dador debería acceder a una rebaja de la renta. A continuación, 
Rodríguez, sin descartar la aplicación del artículo 1932 señala que 
la Corte Suprema no ha justificado suficientemente su aplicación. 
Finalmente, Zúñiga y Campos señalan que ha existido incumpli-
miento por parte del arrendador.

III. SEGUNDA PARTE

En esta segunda parte nos proponemos cuatro tareas. La prime-
ra de ellas consiste en evaluar las opiniones que defienden una 
administración de la situación que, al menos, no considera explíci-
tamente el incumplimiento. En segundo lugar, defendemos nuestra 
opinión. A continuación, en tercer lugar, mostramos por qué nues-
tro parecer resulta perfectamente compatible con el de la Corte 
Suprema y, finalmente, en cuarto lugar, examinamos un par de 
cuestiones que suscitan los remedios en este caso.

1.  LAS OPINIONES QUE NO CONSIDERAN EXPLÍCITA-
MENTE EL INCUMPLIMIENTO

A) La doctrina escéptica

La que denominamos «doctrina escéptica» se caracteriza por-
que estima que, en casos como los que interesan a este trabajo, no 
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puede predicarse un incumplimiento del arrendador (en esto, Pan-
taleón sería un escéptico, provocador y, todo habrá que decirlo, 
divertido). Por ahora no justificaremos por qué, en nuestra opinión, 
en el ámbito chileno puede justificarse dicho incumplimiento 38; 
nos interesa, en cambio, considerar las opiniones de los profesores 
Momberg, Alcalde y Tapia.

Por lo que toca al primero, según ha quedado dicho, estima que 
no existe incumplimiento «ya que la cosa se encuentra disponible 
para el arrendatario, sin perjuicio que por un hecho externo no 
pueda darle el uso que pretende» 39. De esta manera, parece asumir 
que, cuando la imposibilidad de uso del inmueble depende de un 
hecho externo, no resulta posible caracterizar la situación como un 
incumplimiento de las obligaciones del arrendador.

Nosotros creemos lo contrario, ya diremos por qué, pero, por 
ahora, nos interesa continuar con la posición de Momberg, según la 
cual tampoco podría administrarse la situación con cargo a la disci-
plina de la alteración sobrevenida de las circunstancias. En esto 
estamos de acuerdo. Momberg, que es el más experto sobre la 
materia en Chile, lo ha explicado así:

«Uno de esos remedios es la denominada teoría de la imprevi-
sión, imprevisión contractual o excesiva onerosidad sobrevenida, 
que tiene lugar, en su concepto clásico, en aquellos casos en que el 
cumplimiento de una obligación se ha tornado excesivamente one-
roso, debido al acaecimiento de eventos sobrevenidos e imprevisi-
bles al tiempo de su celebración, sin que la parte afectada haya 
asumido, expresa o implícitamente, el riesgo asociado a tales 
eventos.» 40

Enseguida plantea la siguiente pregunta:

«¿Cuál es la situación de los contratos en ejecución frente a la 
teoría de la imprevisión? Es evidente que no se puede dar una res-
puesta unívoca, pero sí se pueden efectuar algunas consideraciones 
generales.

Primero, los eventos extraordinarios (las medidas de emergen-
cia) deben afectar la economía del contrato en cuanto relación jurí-
dica objetiva entre deudor y acreedor, y no la situación subjetiva 
del deudor de que se trate. Es decir, la situación del deudor deberá 
ser contrastada con la de un contratante ideal, medio y razonable. 
Esta primera restricción pretende distinguir, y descartar las situa-
ciones en que el cumplimiento de la obligación se ha hecho más 

38 Limitamos nuestro análisis al ámbito chileno. Sobre el español no parece conve-
niente polemizar ni con el profesor Carrasco ni con el profesor Pantaleón.

39 Momberg (2020a). Disponible en https://www.pucv.cl/uuaa/derecho/noticias/la-
obligacion-del-arrendatario-durante-la-pandemia-por-coronavirus.

40 Momberg (2020b). Disponible en: https://idealex.press/rodrigo-momberg-exce-
siva-onerosidad-o-excesiva-dificultad/.
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difícil o dificultosa, en un sentido amplio de la palabra, en que no 
procede la excusa, de aquellas en que efectivamente se ha hecho 
más onerosa. Así, por ejemplo, el empresario que ha visto conside-
rablemente disminuidas las ventas de sus productos por los cam-
bios en el comportamiento de los consumidores o por la alteración 
en la estructura del mercado, no podrá alegar estas circunstancias 
para no pagar la renta a su arrendador, los saldos de precio a sus 
proveedores o las cuotas de un mutuo de dinero a una institución 
financiera.

De esta manera, la posición relativa del deudor, sus dificultades 
económicas ajenas al contrato, no pueden ser consideradas para 
avaluar si existe o no imprevisión, al menos en su enfoque clásico 
de excesiva onerosidad sobreviniente. Y ello es así no sólo porque 
en ese caso no existe excesiva onerosidad, sino también porque 
esas circunstancias se encuentran fuera del ámbito de riesgos que 
la partes distribuyeron, o en su defecto, que el derecho común asig-
nó al celebrarse el contrato. No corresponde, entonces, que el deu-
dor pretenda que el acreedor las asuma parcial o totalmente.

¿Es posible que ante la emergencia sanitaria, se presenten 
hipótesis de excesiva onerosidad? Por supuesto que sí. Por ejem-
plo, en el caso del contratista que, debido a las restricciones a la 
libre circulación, no puede contar con una parte importante de los 
trabajadores destinados a la construcción de una obra. La obliga-
ción sigue siendo posible de cumplir, ya que podrá ejecutar la obra, 
con personal de reemplazo, pero a un costo mayor, debido a que el 
mercado laboral se ha encarecido, justamente ante la poca disponi-
bilidad de fuerza de trabajo especializada.

En el caso anterior, el cumplimiento de la obligación se ha tor-
nado más oneroso. Y acá aparece la segunda cuestión a considerar: 
que la onerosidad sea excesiva. ¿Qué quiere decir esto? Que no 
todo aumento de los costos en el cumplimiento autoriza al deudor 
para recurrir a la imprevisión contractual. Un aumento moderado 
debe considerarse como comprendido en su propia esfera de ries-
gos. Hay que recordar que ninguna de las partes es aseguradora de 
la otra, y que en todo contrato existe el riesgo que su ejecución no 
sea un buen negocio para el deudor. El riesgo de pérdida, así como 
el de ganancia, es intrínseco a todo contrato, especialmente aque-
llos con prestaciones mutuas.

Deberá entonces tratarse de un aumento significativo en los 
costos de ejecución de la prestación afectada. No hay en esta cues-
tión una opinión unánime, y más allá de requerir que constituya 
una alteración grave del equilibrio contractual, es difícil entregar 
parámetros para hacerlo operativo. Un criterio totalmente objetivo, 
como por ejemplo, un cierto porcentaje de aumento de costos, otor-
ga certeza absoluta, pero cualquier número que se proponga tendrá 
un carácter arbitrario difícil o imposible de justificar.

En resumen: es poco probable que un deudor afectado por las 
medidas de emergencia sanitaria pueda alegar excesiva onerosidad 
para excusarse o solicitar la adaptación del contrato. La mera difi-
cultad, excesiva o no, que por su situación particular tenga el deu-
dor para cumplir la obligación, no califica como un caso de excesi-
va onerosidad. A ello debe sumarse la reticencia de los tribunales 
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chilenos en esta materia, donde la Corte Suprema la ha rechazado 
expresamente, aunque debe reconocerse que ha encontrado mejor 
acogida en sede arbitral. Esto no es extraño si recordamos que, aún 
en los ordenamientos que la admiten, su aplicación es restrictiva y 
sólo procede como una excepción calificada al principio pacta sunt 
servanda.» 41

¿Qué sucede ahora con la frustración del fin del contrato? Lo que 
sucede es que exige un esfuerzo cuyo resultado es extremadamente 
incierto, pero que, ciertamente, no se ha realizado en Chile. El 
esfuerzo que exige consiste en justificar por qué una doctrina propia 
del common law, cuyo uso es más bien marginal allí, debería aplicar-
se en el ámbito nacional. Sobre esto, desafortunada, aunque com-
prensiblemente, Momberg no se pronuncia 42. Quien sí lo ha hecho, 
aunque con relación a los efectos del caso fortuito, es Sebastián 
Campos, quien afirma que operaría como una «condición resolutoria 
implícita» 43. Cabrá preguntarse: ¿cómo operaría aquí? Y resulta difí-
cil responderlo porque, según ha quedado dicho, la figura no se 
encuentra reconocida ni legal ni jurisprudencial ni dogmáticamente.

Con respecto a Alcalde, como ya se ha visto, en definitiva, 
aconseja administrar el problema con cargo al carácter conmutati-
vo del contrato de arrendamiento y las exigencias de la buena fe. 
Así, en su segunda columna, convendrá recordarlo, al justificar que 
el arrendador no puede exigir el pago de la renta al arrendatario, 
indica que:

«Si el arrendatario no puede gozar de la cosa arrendada porque 
un hecho imprevisto que no puede resistir lo impide, correlativa-
mente el arrendador no puede exigir el pago de la renta porque se 
ha roto la conmutatividad del contrato, la que debe existir mientras 
durante la vigencia del mismo.» 44

Para Alcalde, entonces, la solución –suspensión de la eficacia 
de contrato– provendría de carácter conmutativo del arrendamiento 
y consistiría en la corrección de desequilibrio patrimonial que se 
produciría de no mediar dicha suspensión. En esta clase de contra-
tos ha de procurarse la equivalencia de las prestaciones.

No podemos estar de acuerdo con una opinión como esta. En 
nuestro derecho de contratos, salvo la regla de artículo 2003, 

41 Momberg (2020b). Disponible en: https://idealex.press/rodrigo-momberg-exce-
siva-onerosidad-o-excesiva-dificultad/.

42 Habrá que recordar que su opinión se encuentra en una columna de opinión.
43 Campos (2020), p. 78.
44 Alcalde (2020b). Disponible en: https://estadodiario.com/columnas/de-nuevo-

sobre-el-arrendamiento-de-locales-sobre-el-sentido-del-articulo-1932-del-codigo-civil-y-
dos-celebres-casos-ingleses/.



1737Pandemia, caso fortuito y arrendamiento de locales comerciales

ADC, tomo LXXVII, 2024, fasc. IV (octubre-diciembre), pp. 1715-1756

núm. 2 de Código Civil 45, no existe otra disposición que autorice la 
adecuación de la economía de contrato ante circunstancias sobre-
venidas. Lo que olvida Alcalde es el significado de la frase que 
emplea el legislador en el artículo 1441 «se mira como equivalen-
te». Las partes miran como equivalentes las prestaciones, sin que 
en el Código Civil se establezca una métrica distinta de la autono-
mía privada. En todo caso, aun cuando la equivalencia tuviera el 
sentido que le adjudica el autor, más que una solución como la que 
propone, corresponde a la regla del artículo 1932, pese que entien-
de que no es aplicable, tratándose de un impedimento jurídico. 
Pues bien, lo que no advierte Alcalde es que, tal y como se explica-
rá más abajo, el supuesto de hecho del citado artículo 1932 es una 
particular especie de incumplimiento de arrendador; se trata de un 
vicio redhibitorio de la cosa que, por las peculiaridades de contrato 
de arrendamiento, puede ser originario o sobreviniente.

Por otra parte, como ya ha quedado dicho, Alcalde alude a la 
multifacética «buena fe», sin explicar, salvo una cita al artículo 16 
letra g) de la Ley núm. 19.496 sobre la Protección de los Derechos 
de los Consumidores, cómo la buena fe podría servir de argumento 
para la suspensión temporal del cumplimiento de la obligación de 
pagar la renta. El punto es que el citado artículo 16 letra g) es una 
disposición que permite el control jurisdiccional de las cláusulas 
de un contrato de adhesión celebrado entre un proveedor y un con-
sumidor, cuya sanción es la nulidad precisamente por el carácter 
abusivo de la o las cláusulas de dicha convención. En otros térmi-

45 Art. 2003 CC. Los contratos para construcción de edificios, celebrados con un 
empresario, que se encarga de toda la obra por un precio único prefijado, se sujetan además 
a las reglas siguientes:

1.ª El empresario no podrá pedir aumento de precio, a pretexto de haber encarecido los 
jornales o los materiales, o de haberse hecho agregaciones o modificaciones en el plan primi-
tivo; salvo que se haya ajustado un precio particular por dichas agregaciones o modificaciones.

2.ª Si circunstancias desconocidas, como un vicio oculto del suelo, ocasionaren cos-
tos que no pudieron preverse, deberá el empresario hacerse autorizar para ellos por el 
dueño; y si éste rehúsa, podrá ocurrir al juez para que decida si ha debido o no preverse el 
recargo de obra, y fije el aumento de precio que por esta razón corresponda.

3.ª Si el edificio perece o amenaza ruina, en todo o parte, en los cinco años subsi-
guientes a su entrega, por vicio de la construcción, o por vicio del suelo que el empresario 
o las personas empleadas por él hayan debido conocer en razón de su oficio, o por vicio de 
los materiales, será responsable el empresario; si los materiales han sido suministrados por 
el dueño, no habrá lugar a la responsabilidad del empresario, sino en conformidad al artí-
culo 2000, inciso final.

4.ª El recibo otorgado por el dueño, después de concluida la obra, sólo significa que 
el dueño la aprueba, como exteriormente ajustada al plan y a las reglas del arte, y no exime 
al empresario de la responsabilidad que por el inciso precedente se le impone.

5.ª Si los artífices u obreros empleados en la construcción del edificio han contrata-
do con el dueño directamente por sus respectivas pagas, se mirarán como contratistas inde-
pendientes, y tendrán acción directa contra el dueño; pero si han contratado con el empre-
sario, no tendrán acción contra el dueño sino subsidiariamente, y hasta concurrencia de lo 
que éste deba al empresario.
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nos, no hay forma de vincular el supuesto de hecho que nos ocupa 
con la disposición protectora de contenido contractual.

En fin, Alcalde, sin justificarlo, reconoce al arrendador el dere-
cho a exigir la restitución de inmueble por la ruptura de la equiva-
lencia de las prestaciones, equiparándola a las causas de termina-
ción de contrato de arrendamiento previstas por el artículo 1950 de 
Código Civil 46 (al citar la Ley núm. 18.101 y el desahucio como 
causa restitución). La terminación, tal y como lo expresa el artículo 
1950, requiere de una causa legal y no existe ni en el Código Civil 
ni en otra norma, la terminación por ruptura de la equivalencia de 
las prestaciones o desequilibrio contractual.

Por lo que toca a Tapia, según se expresado, también alude al 
carácter sinalagmático de las obligaciones e indica –aunque sin 
desarrollarlo– que esto debería tener alguna consecuencia, pero 
parece limitarse a indicar que las partes podrían llegar a acuerdo.

B) El artículo 1932 CC

Convendrá comenzar aquí con su tenor:

«El arrendatario tiene derecho a la terminación del arrenda-
miento y aun a la rescisión del contrato, según los casos, si el mal 
estado o calidad de la cosa le impide hacer de ella el uso para que 
ha sido arrendada, sea que el arrendador conociese o no el mal 
estado o calidad de la cosa al tiempo del contrato; y aun en el caso 
de haber empezado a existir el vicio de la cosa después del contra-
to, pero sin culpa del arrendatario.

Si el impedimento para el goce de la cosa es parcial o si la cosa 
se destruye en parte, el juez decidirá, según las circunstancias, si 
debe tener lugar la terminación del arrendamiento, o concederse 
una rebaja del precio o renta.»

Según se ha dicho, por parte de la doctrina, el uso del artículo 
1932 CC ha sido defendido por Corral Talciani; junto a la opinión 
que hemos transcrito más arriba, Corral estima lo siguiente:

«El art. 1924 enumera tres obligaciones del arrendador: entre-
gar la cosa, mantenerla en estado útil y librar al arrendatario de 
turbaciones en el goce. Interesa, por tanto, la segunda obligación 
que es expresada de esta manera: "El arrendador es obligado: 2.º A 

46 Art. 1950 CC. El arrendamiento de cosas expira de los mismos modos que los 
otros contratos, y especialmente:

1.º Por la destrucción total de la cosa arrendada;
2.º Por la expiración del tiempo estipulado para la duración del arriendo;
3.º Por la extinción del derecho del arrendador, según las reglas que más adelante se 

expresarán;
4.º Por sentencia del juez en los casos que la ley ha previsto.
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mantenerla [la cosa] en el estado de servir para el fin a que ha sido 
arrendada". Este fin es lo que se denomina propósito práctico del 
contrato, que también es considerado para autorizar la terminación 
del contrato si ante el retardo en la entrega han cesado las circuns-
tancias que lo motivaron (art. 1926 CC).» 47

Añade que:

«La principal disposición es la del art. 1932 (…) Vemos enton-
ces que la causa del derecho a la terminación o reducción de la 
renta es que el mal estado o "calidad de la cosa" impide al arrenda-
tario hacer de ella el uso para el que ha sido arrendada. Nótese que 
la norma señala que el "vicio" (es decir, no poder servir para el fin 
para el que fue arrendada por mal estado o calidad) puede ser 
sobrevenido siempre que no se deba a culpa del arrendatario. Es 
decir, puede provenir de culpa del arrendador o de caso fortuito o 
fuerza mayor. En este último caso, no procederá la indemnización 
de perjuicios pero sí la terminación o reducción de la renta (…).

Si aplicamos la norma a la imposibilidad de ocupar locales 
comerciales arrendados debido a una orden de autoridad constituti-
va de caso fortuito, bien puede decirse que hay una privación de 
goce parcial (en cuanto temporal) que proviene de una calidad de 
la cosa, y que daría derecho a los arrendatarios al menos a una 
reducción de la renta que podría traducirse en una suspensión del 
pago mientras subsista la imposibilidad de uso.

Surgen sí dos cuestiones: la primera es si "calidad" de la cosa 
puede ser entendida en términos jurídicos y no materiales. Pensa-
mos que no hay problemas para ello y que eso sugiere que se con-
trapongan los términos "mal estado" y "calidad"; lo importante es 
que ese mal estado o esa calidad impida al arrendatario hacer uso 
de la cosa para el fin para el que fue arrendada.

(…)
La segunda cuestión es el fundamento de la disposición: podría 

considerarse que la norma regula un incumplimiento de la obliga-
ción del arrendador de mantener la cosa para que sirva al fin del 
arrendamiento y que al hacerse imposible por caso fortuito su cum-
plimiento debe aplicarse la teoría del riesgo que correspondería al 
deudor, esto es, al arrendador, dando paso a la extinción o suspen-
sión de la obligación de pagar la renta del arrendamiento. (…).»

En opinión de Corral, no sería necesario recurrir al incumplimien-
to, sino que, nada más, aplicar directamente el artículo 1932 CC.

No compartimos esta opinión. Para justificar por qué, acudire-
mos por un momento a la compraventa, específicamente, a los 
vicios redhibitorios. Frente a ellos, en la medida en que sean sufi-
cientemente graves, el comprador puede rescindir el contrato. Es 
cierto que, como ha apuntado Carrasco Perera, el carácter de 
obligación aquí puede resultar discutible, pues se trata de una 

47 Corral (2020). Disponible en: https://www.elmercurio.com/legal/movil/detalle.
aspx?Id=908430&Path=/0D/DC/
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garantía 48, sin embargo, en el ámbito nacional se ha afirmado la 
existencia de una obligación de garantizar la posesión útil y, si 
eso no sucede (esto es, si se incumple la obligación), hay lugar al 
remedio edilicio 49.

Por otra parte, nos parece que el artículo 1932 no corresponde 
a una aplicación de la teoría de los riesgos. La razón es que esta se 
aplica a impedimentos sobrevenidos, con posterioridad al perfec-
cionamiento del contrato y esto no necesariamente es el caso tra-
tándose de la situación disciplinada por el artículo 1932 en el cual 
el vicio puede haber existido al momento de la celebración del 
contrato 50.

Antes de abandonar el artículo 1932, recordamos que Alcalde 
cuestiona su aplicación y Rodríguez Díez, sin cuestionarla directa-
mente, considera que la Corte Suprema no justifica su uso.

Habrá que recordar que lo que las dos sentencias de la Corte 
Suprema indican es que los tribunales superiores de justicia han 
venido empleando desde hace tiempo el precepto respecto no solo 
de circunstancias materiales, sino también de otras jurídicas que 
impiden el uso de la cosa. En esto la Corte lleva razón.

El primer ejemplo que da fe de ello corresponde a un caso 
resuelto por la Corte de Apelaciones de Antofagasta con fecha 27 
de marzo de 2003 51. Se trató del arrendamiento de un inmueble 
que se destinaría al almacenaje y venta de productos. Sin embargo, 
por limitaciones del plan regulador no resultaba posible asignarle 
ese destino. Haciendo pie en el artículo 1932, la Corte de Apelacio-
nes establece que la arrendataria tenía derecho a poner término al 
contrato de arrendamiento. En el fallo se declara que:

«Que, el artículo 1932 del Código Civil dispone que el arren-
datario tiene derecho a la terminación del arrendamiento si el mal 
estado o la calidad de la cosa le impide hacer de ella el uso para el 
que ha sido arrendada, sea que el arrendador conociese o no el mal 
estado o calidad de la cosa al tiempo del contrato y aun cuando el 
vicio de la cosa se hubiera iniciado después del arrendamiento, 
pero sin culpa del arrendatario.

Que, la Excma. Corte Suprema en fallo de 12 de diciembre de 
1941, compulsado bajo el núm. 3 del repertorio al artículo 1932 del 
Código Civil, señaló que lo fundamental para el ejercicio de la acción 
que concede el artículo 1932 del Código Civil es el lecho de ser 
imposible el uso de la cosa arrendada, cualquiera que sea el motivo o 

48 Carrasco (2021), pp. 777 ss.
49 Volveremos sobre este punto al revisitar las sentencias de la Corte Suprema.
50 Nótese el inciso 2.º del artículo 1933: «Y si el vicio era conocido del arrendador 

al tiempo del contrato, o si era tal que el arrendador debiera por los antecedentes preverlo 
o por su profesión conocerlo, se incluirá en la indemnización el lucro cesante».

51 Corte de Apelaciones de Antofagasta, 27 de marzo de 2003, Rol núm. 2206-1998.
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circunstancia que lo produzca, pues la ley sólo excluye la destruc-
ción causada después del contrato, por culpa del arrendatario. (…)

Que, en el caso que nos preocupa, resulta evidente que el 
inmueble no cumplía con los requisitos necesarios para ser usado 
para la finalidad prevista en el contrato, cual fue, la venta y almace-
naje de la mercadería de la demandada. Cabe destacar que esta 
carencia no le es imputable al arrendatario y que, por el contrario, 
éste intentó por los Medios a su alcance de revertir la decisión 
municipal, lo que no logró.»

El segundo caso es uno fallado por la Corte Suprema con 
fecha 29 de septiembre de 2003 52.

En los hechos, se trató del arrendamiento de un inmueble que 
se dedicaría a un jardín infantil. La arrendadora autorizó expresa-
mente a la arrendataria a solicitar a la Municipalidad de Concep-
ción el cambio de destino del inmueble. Sin embargo, el permiso 
fue denegado toda vez que el inmueble no cumplía con las normas 
relativas a los permisos ni con las relativas a la recepción de obras. 
La Corte Suprema estimó que existía un incumplimiento de la 
arrendadora pues la cosa no estaba en condiciones de servir para el 
fin que había sido arrendada. En palabras del Tribunal:

«Que en el caso de autos el inmueble fue arrendado para ser 
destinado a jardín infantil, así se estipuló por las partes en la cláu-
sula segunda del contrato, como se dijo.

En consecuencia, si por un hecho imputable al actor, como lo 
es la falta de recepción municipal del inmueble de Angol 298, la 
arrendataria no ha podido entrar en el goce de la cosa, necesario es 
concluir que ha fallado la obligación principal que el contrato le 
impone al arrendador y, por ende, la arrendataria tiene derecho a 
ponerle término.

No basta que en el contrato se haya autorizado a la arrendataria 
para solicitar a la I. Municipalidad el cambio de destino de la pro-
piedad arrendada. Era necesario, además, que el inmueble estuvie-
se en condiciones de que, cumplidas las exigencias para el cambio 
de destino, se otorgara el permiso municipal.

Se encuentra acreditado en autos que la demandante realizó la 
gestión destinada a obtener el permiso y ésta fracasó por cuanto el 
inmueble no contaba con la recepción municipal, de manera que no 
es imputable a la arrendataria tal fracaso.»

El tercer ejemplo, corresponde a una conocida sentencia de la 
Corte de Apelaciones de Santiago de 29 de noviembre de 2007 53, 
confirmada luego por la Corte Suprema. Se trata del arrendamiento 
de un predio, especificándose en el contrato que únicamente podría 
dedicarse a instalar y operar un campo de minigolf. Se estableció 

52 Corte Suprema, 29 de septiembre de 2003, Rol núm. 4312-2003.
53 Corte de Apelaciones de Santiago, 29 de marzo de 2003, Rol núm. 3073-2003.
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que la arrendataria tramitaría los permisos, sin embargo, al solici-
tarlos, se encontró con que no era posible asignarle dicho uso pues 
el predio no estaba urbanizado, no contaba con permiso de edifica-
ción ni recepción definitiva y, además, el terreno mayor al que per-
tenecía el predio no respetaba la línea oficial, de manera que nunca 
obtendría patente ni la recepción final. La Corte de Apelaciones de 
Santiago consideró que la arrendadora había incumplido su obliga-
ción, declarando la terminación del contrato, la sentencia fue con-
firmada por la Corte Suprema 54. Según el fallo:

«Que en relación a las condiciones en que habría sido entrega-
do el inmueble al demandante, el mérito del expediente permite 
sostener que éste no se encontraba, efectivamente, en condiciones 
de ser utilizado por ésta, para los fines que se propuso al arrendarlo 
y que eran de sobra conocidos por la demandada.

En efecto, no resulta suficiente el acta de entrega del predio, 
donde consta que no se hicieron reservas de ninguna especie, para 
concluir que el arrendador cumplió con su obligación, toda vez 
que, como ha quedado establecido en autos, los problemas presen-
tados por el inmueble estaban en su estatuto o condición jurídica, 
que le impedía obtener la autorización municipal correspondiente 
para llevar a cabo las actividades de mini golf proyectadas, mien-
tras no se hubiera otorgado la recepción final de las obras que exis-
tían en el predio mayor, lo que suponía adoptar la Línea Oficial y 
considerar la existencia de una franja del predio afecta a utilidad 
pública, que de no ser expropiada por la autoridad, había de ser 
cedida a ésta por su dueño.»

El cuarto ejemplo corresponde a una sentencia de la Corte de 
Apelaciones de Santiago de 6 de enero de 2010 55. Esta vez se trató 
del arrendamiento de un inmueble para dedicarlo a oficinas comercia-
les. Sin embargo, el uso del suelo establecido por el plan regulador de 
la comuna impedía asignarle ese destino. La Corte vuelve a servirse 
del artículo 1932 para poner término al contrato y declara que:

«Que con el mérito de los antecedentes que obran en autos y, 
en especial, del certificado de fojas 98, emitido por el Director de 
Obras Municipales de la Municipalidad de Las Condes en respues-
ta al oficio del tribunal, ha quedado establecido que de acuerdo al 
Plan Regulador Comunal vigente, en la zona de uso de suelo donde 
se ubica el inmueble dado en arrendamiento, no se permite la acti-
vidad de oficina comercial, lo que significa que éste no sirve o no 
es apto para el destino para el que fue entregado en arriendo.

Que el artículo 1932 del Código Civil otorga al arrendatario el 
derecho a poner término al arrendamiento, si el mal estado o calidad 
de la cosa le impide hacer de ella el uso para que ha sido arrendada, 
sea que el arrendador estuviese o no en conocimiento de tal circuns-

54 Corte Suprema, 19 de mayo de 2008, Rol núm. 1287-2008.
55 Corte de Apelaciones de Santiago, 6 de enero de 2010, Rol núm. 7153-2008.
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tancia, derecho que puede devenir en una rebaja de la renta si el juez 
estima que el impedimento para el goce de la cosa es parcial.

Este derecho no es más que una expresión de la obligación de 
garantía que va envuelta en todos los contratos onerosos, destinada 
a asegurar que la cosa entregada o transferida sirva para el uso para 
el cual fue adquirida o recibida, según el caso. En consecuencia, las 
hipótesis contempladas en la norma en comento –mal estado de la 
cosa o la calidad de ésta– deben entenderse en función del objetivo 
esencial, cual es que impidan que la cosa sirva para el objeto para 
el cual fue destinada.

Si nos atenemos al sentido natural del término, hemos de 
entender que la calidad se refiere a la propiedad o conjunto de pro-
piedades, esto es, a las condiciones que hacen apta una cosa para 
una determinada función, de donde resulta que si, como ocurre con 
el inmueble de autos, éste no reúne las condiciones necesarias o no 
tiene la calidad que le permitiría ser destinado a oficina comercial 
–que es el uso para el cual el arrendatario celebró el contrato– se da 
el supuesto de hecho que habilita al arrendatario para pedir la ter-
minación del contrato.»

Un quinto ejemplo puede encontrarse en la sentencia de la 
Corte de Apelaciones de Santiago de 28 de marzo de 2014 56. Esta 
vez, el contrato de arrendamiento tuvo como objeto un inmueble 
que registraba deudas extraordinariamente cuantiosas por agua 
potable y por luz eléctrica, por lo cual, ambos servicios se encon-
traban cortados. Una vez más, la sentencia reposa sobre el artículo 
1932 para poner término al contrato.

«Que conforme con el artículo 1924 del Código Civil, es obli-
gación del arrendador, en lo pertinente, mantener la cosa en estado 
de servir para el fin a que ha sido arrendada y librar al arrendatario 
de toda perturbación o embarazo en el goce de la cosa arrendada.

Desde luego, la existencia de deudas de alto monto, anteriores a 
la suscripción y vigencia del contrato, con el suministro de agua 
suspendido y es de presumir igual hecho respecto de la luz eléctrica, 
atendido el alto monto los consumos impagos, no permiten que el 
inmueble pueda ser destinado a casa habitación, que fue la finalidad 
para la que fue arrendada por la demandante, al tenor de la cláusula 
segunda del contrato que rola a fs. 1, no objetado de contrario.

Que las cláusulas tercera y cuarta del contrato de arrendamien-
to que rola a fs. 1, no logra establecer la obligación de la arrendata-
ria de pagar los servicios básicos anteriores a la ocupación del 
inmueble por su parte (…).

Ante el incumplimiento por parte de la arrendadora de obliga-
ciones esenciales del contrato que unía a las partes, procede dar por 
terminado el contrato de arrendamiento conforme lo dispone el 
artículo 1932 del Código Civil (…).»

56 Corte de Apelaciones de Santiago, 28 de marzo de 2014, Rol núm. 6564-2013.
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El sexto caso proviene de una sentencia de la Corte Suprema; 
esta vez de 13 de agosto de 2015 57. Se arrendó un departamento 
para un uso diverso del que permitía el condominio en el que se 
encontraba, por lo mismo, el arrendatario no pudo destinar el 
inmueble al uso que garantizaba el contrato. Esta vez el incumpli-
miento de la arrendadora se declara con cargo a los artículos 1924 
y 1932. En la sentencia se expresa que:

«(…) los jueces del grado estimaron que el demandado princi-
pal incurrió en incumplimiento contractual conforme disponen los 
artículos 1924 núm. 2 y 1932 del Código Civil, puesto que, en los 
hechos, la calidad de la cosa, en tanto bien cuya destinación es 
exclusiva para usos relacionados con prestaciones médicas o de 
otra actividad autorizada expresamente por los copropietarios, 
impide a la demandante utilizar el bien arrendado para los fines que 
contrató, configurándose una causa legal de terminación del con-
trato de arrendamiento.»

En fin, el séptimo caso corresponde a una sentencia de la Corte 
Suprema de 6 de octubre de 2016 58. Se arrendó un inmueble para 
dedicarlo a actividades educacionales. Sin embargo, en la recep-
ción definitiva de edificaciones realizadas en el inmueble –anterior 
al contrato de arrendamiento–, se señalaba que se excluían las acti-
vidades de educación. El contrato es declarado resuelto con arreglo 
a los artículos 1915 59 y 1932 del Código Civil. La sentencia decla-
ra que:

«Que en lo que dice relación con las alegaciones referidas pre-
cedentemente, cabe señalar que no se advierten infracciones de la 
ley acusadas, toda vez que, de conformidad a lo dispuesto en los 
artículos 1915 y 1932 del Código Civil, nace para el arrendador la 
obligación de otorgar al arrendatario el goce del inmueble de acuer-
do al uso acordado en la respectiva convención, siendo procedente 
su terminación e indemnización de perjuicios si la calidad de las 
cosa impide hacer uso para lo que fue arrendada.»

Una mirada a estas sentencias enseña, en primer lugar, que, al 
menos desde 1941 la Corte viene empleando el artículo 1932 para 
considerar casos no solo de anomalías materiales, sino también jurí-
dicas. En segundo lugar, los tribunales también se refieren a que el 
arrendador «garantiza» el uso de la cosa, asimilándola a la de sanea-
miento en la compraventa. En tercer lugar, las sentencias autorizan 
al arrendatario a poner término al contrato de arrendamiento.

57 Corte Suprema, 13 de agosto de 2015, Rol núm. 7205-2015.
58 Corte Suprema, 6 de octubre de 2016, Rol N.º 55067-2016.
59 Art. 1915 CC. El arrendamiento es un contrato en que las dos partes se obligan 

recíprocamente, la una a conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un 
servicio, y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio determinado.
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2. LA SITUACIÓN EN CLAVE DE INCUMPLIMIENTO

Nuestra opinión es que, frente a casos como los que han resuel-
to los tribunales superiores a en razón de la pandemia COVID-19 y 
sus efectos, debe estimarse que ha existido un incumplimiento del 
arrendador.

En esto simpatizamos con la opinión de Carrasco Perera, sin 
embargo, no nos pronunciamos sobre si es correcta al abrigo del 
derecho español; lo que afirmamos es que en el Título XXVI del 
Libro IV del Código Civil chileno (que es el que regula el contrato 
de arrendamiento) existen argumentos suficientes para defender 
esa opinión para el ámbito chileno.

Como ya hemos dicho, Zúñiga Tejos y Campos Micin estiman 
que existe incumplimiento del arrendador; antes de ellos, nosotros 
habíamos llegado a esa misma conclusión 60. Ahora nos interesa, en 
primer lugar, justificar por qué habría dicho incumplimiento y, en 
segundo lugar, por qué la mejor lectura de las sentencias de la 
Corte Suprema es a través del incumplimiento.

Determinar la existencia de un incumplimiento exige precisar 
el contenido de la obligación que se estima como incumplida. 
¿Cuál es, en este caso, la obligación del arrendador que se entende-
ría infringida?

Según nos parece se trataría, tal como lo dispone el numeral 2.º 
del artículo 1924 CC, de mantener la cosa en el estado de servir 
para el fin a que ha sido arrendada.

Ahora bien, frente a esta opinión pueden enderezarse dos críti-
cas. La primera es que la cosa, físicamente, se encuentra en estado 
de servir para el fin a que ha sido arrendada. La segunda crítica es 
que, aun cuando se estime que la cosa puede dejar de servir para el 
fin a que ha sido arrendada por circunstancias jurídicas, lo cierto es 
que, en este caso, las circunstancias resultan completamente ajenas 
al arrendador, por lo mismo, exceden el alcance de su obligación.

Ambas son críticas muy atendibles. Frente a la primera, sin 
embargo, ya hemos dicho que ha existido una práctica sostenida de 
los tribunales superiores de justicia en virtud de la cual se ha enten-
dido que el artículo 1932 CC se aplicaría tanto respecto de anoma-
lías materiales como jurídicas.

Con todo, a esto siempre puede responderse que el hecho de 
que la Corte lo aplique de esa manera no significa que lo esté apli-
cando correctamente. Se trata de una objeción interesante, pero no 
necesitamos hacernos cargo de ella aquí. La razón es la siguiente: 

60 De la Maza y Vidal (2020).
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según estimamos, aun cuando se llegara a la conclusión de que el 
artículo 1932 CC se limita a anomalías materiales, esto significaría 
solamente que dicho precepto no presta utilidad para justificar el 
incumplimiento del arrendador, pero, si como creemos, que otros 
preceptos resultan aptos para desempeñar esa función, por consi-
guiente, la ineptitud del artículo 1932 resultaría irrelevante.

Daremos cuenta de esos otros preceptos a propósito de la 
segunda crítica, a saber, que las circunstancias que, en este caso, 
impiden la utilización de la cosa resultan completamente ajenas al 
arrendador, por lo mismo, exceden el alcance de su obligación.

Si esto resulta correcto, correcta también tendría que ser la con-
clusión según la cual, toda vez que alguno de los derechos que el 
contrato reconoce al arrendatario no se pueden ejercer (ya sea de 
manera permanente o temporal) por caso fortuito, dicha imposibi-
lidad no puede procesarse a través de la disciplina del incumpli-
miento contractual.

De esta manera, tendría que ser el caso que si al arrendatario, 
por un caso fortuito (para efectos de este trabajo, una disposición 
de la autoridad) no se le entrega de la cosa, no podría alegar incum-
plimiento de la obligación de entrega.

Sin embargo, no es la forma en que trata la situación el 
Título XXVI del Libro IV del Código Civil. Para advertirlo, resulta 
necesario prestarles atención a los artículos 1925 61 y 1926 62, relati-
vos a la obligación distinta de entrega.

Comencemos por el segundo de ellos, su texto es el siguiente:
«Si el arrendador por hecho o culpa suya o de sus agentes o 

dependientes es constituido en mora de entregar, tendrá derecho el 
arrendatario a indemnización de perjuicios.

Si por el retardo se disminuyere notablemente para el arrenda-
tario la utilidad del contrato, sea por haberse deteriorado la cosa o 
por haber cesado las circunstancias que lo motivaron, podrá el 
arrendatario desistir del contrato, quedándole a salvo la indemniza-

61 Art. 1925 CC. Si el arrendador por hecho o culpa suya o de sus agentes o depen-
dientes se ha puesto en la imposibilidad de entregar la cosa, el arrendatario tendrá derecho 
para desistir del contrato, con indemnización de perjuicios.

Habrá lugar a esta indemnización aun cuando el arrendador haya creído erróneamente 
y de buena fe, que podía arrendar la cosa; salvo que la imposibilidad haya sido conocida 
del arrendatario, o provenga de fuerza mayor o caso fortuito.

62 Art. 1926 CC. Si el arrendador por hecho o culpa suya o de sus agentes o depen-
dientes es constituido en mora de entregar, tendrá derecho el arrendatario a indemnización 
de perjuicios.

Si por el retardo se disminuyere notablemente para el arrendatario la utilidad del con-
trato, sea por haberse deteriorado la cosa o por haber cesado las circunstancias que lo 
motivaron, podrá el arrendatario desistir del contrato, quedándole a salvo la indemnización 
de perjuicios, siempre que el retardo no provenga de fuerza mayor o caso fortuito.
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ción de perjuicios, siempre que el retardo no provenga de fuerza 
mayor o caso fortuito».

Como se ve, el precepto trata sobre el incumplimiento de la 
obligación de entrega por parte del arrendador. El primer inciso 
dispone que, si ese incumplimiento resulta subjetivamente imputa-
ble, el arrendatario tendrá derecho a exigir la indemnización de 
perjuicios.

Lo interesante, sin embargo, se encuentra en el segundo inciso. 
Si el incumplimiento es grave, el arrendatario podrá desistir del 
contrato. ¿Qué hemos de entender por desistir del contrato? Para 
responder a esta pregunta, hacemos bien prestando atención a otro 
precepto en el que se emplea la expresión, el artículo 1826, especí-
ficamente su inciso segundo. El texto es el siguiente:

«Si el vendedor por hecho o culpa suya ha retardado la entrega, 
podrá el comprador a su arbitrio perseverar en el contrato o desistir 
de él, y en ambos casos con derecho para ser indemnizado de los 
perjuicios según las reglas generales.»

No es un misterio que esta regla es una manifestación específi-
ca –es decir, a propósito de un contrato específico, la compraven-
ta– del artículo 1489 63. Al comprender esto, se advierte que «desis-
tirse» no es nada distinto de resolver el contrato. El comprador 
podrá elegir entre exigir la ejecución específica del contrato o 
resolverlo.

Aprovisionados con esta idea, podemos volver al inciso segun-
do del artículo 1926. Su texto puede leerse de la siguiente manera: 
si el retardo en la entrega configura un incumplimiento grave, el 
arrendatario podrá elegir entre la terminación del contrato (resolu-
ción) o su ejecución específica. Ahora bien, si además el retardo le 
ha causado daños, podrá demandar la indemnización correspon-
diente, salvo que el retardo en la entrega –es decir, el incumpli-
miento– provenga de caso fortuito. Si así fuera, tendremos que 
concluir que, si aún es posible, podrá demandar únicamente la eje-
cución específica y, en todo caso, la resolución, no así la indemni-
zación de daños.

Como se ve, el caso fortuito no impide el incumplimiento, sino 
que, cuestión completamente distinta, limita la procedencia de los 
remedios disponibles para el acreedor. Al entender esto se puede 

63 Alessandri (2011), p. 779: «Este artículo no es sino la reproducción de la regla 
general que para todo contrato sinalagmático consigna el artículo 1489 del Código Civil».

Art. 1489 CC. En los contratos bilaterales va envuelta la condición resolutoria de no 
cumplirse por uno de los contratantes lo pactado.

Pero en tal caso podrá el otro contratante pedir a su arbitrio o la resolución o el cum-
plimiento del contrato, con indemnización de perjuicios.
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apreciar con singular precisión que el incumplimiento –retardo– 
funciona como el mínimo común denominador de los tres reme-
dios –ejecución específica, resolución e indemnización de perjui-
cios–. Sin embargo, si se pretende la indemnización de perjuicios, 
no basta ese mínimo común denominador –incumplimiento/retar-
do–, sino que debe añadirse una cualificación, el incumplimiento 
debe ser imputable –por hecho o culpa del deudor o de sus agentes 
o dependientes–.

Este ejemplo del cual nos hemos servido se reproduce en térmi-
nos muy semejantes para el supuesto de falta de entrega por impo-
sibilidad en el artículo 1925. Al igual que para el retardo, el legisla-
dor, según la imposibilidad es o no imputable al arrendador, define 
los remedios disponibles para el arrendatario. Pues bien, en un 
supuesto como el del precepto, desde luego, es improcedente el 
cumplimiento específico –la entrega ha tornado imposible–, sin 
embargo, el arrendatario dispondrá, en todo caso, de la terminación 
del contrato y, si la imposibilidad no ha provenido de un caso for-
tuito, además, de la indemnización de daños.

Advertido lo anterior –esto es que el caso fortuito no elimina el 
incumplimiento– respecto de la obligación de entrega, hemos de 
hacer presente que, en los casos que interesan a este artículo, no 
está en juego el incumplimiento de la obligación de entrega, sino la 
de mantener la cosa en el estado de servir para el fin que ha sido 
arrendada 64. Debemos añadir que el incumplimiento se produciría 
por una situación jurídica sobrevenida.

Ahora bien, aún si aceptamos que el artículo 1932 CC se limita 
a anomalías materiales, resulta necesario reconocer lo siguiente: el 
Código Civil trata esa anomalía material sobreviniente como un 
incumplimiento. De un parte, el artículo 1932 se encuentra en el 
Párrafo 2 del Título XXVI del Libro IV, bajo el epígrafe «De las 
obligaciones del arrendador en el arrendamiento de cosas»; de otra, 
da lugar a los remedios propios del incumplimiento contractual.

Entonces queda lo siguiente: si no es posible la entrega por caso 
fortuito, la disciplina del arrendamiento procesa esa situación como 
un incumplimiento del arrendador. En segundo lugar, si sobreveni-
damente, por anomalías materiales, no se le puede dar a la cosa el 
uso que permite el contrato, la situación se trata como un incumpli-
miento del arrendador.

Resta, entonces, una pregunta: ¿cómo debe tratarse la situación 
en la que, sobrevenidamente, no se puede utilizar la cosa por una 

64 A este respecto, convendrá recordar el tenor del artículo 1924 CC: «El arrendador 
es obligado: 1.º A entregar al arrendatario la cosa arrendada; 2.º A mantenerla en el estado 
de servir para el fin a que ha sido arrendada; 3.º A librar al arrendatario de toda turbación o 
embarazo en el goce de la cosa arrendada».
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anomalía jurídica que obedece a un caso fortuito? La respuesta 
–aun sin aplicar el artículo 1932 CC– es como un caso fortuito, 
pues esa es la forma en que procesa estas situaciones el Título XXVI 
del Libro IV del Código Civil estas situaciones, salvo que –como 
sucede en el artículo 1950– se disponga expresamente lo contrario.

3.  REVISITANDO LAS SENTENCIAS DE LA CORTE 
SUPREMA

Más arriba, las sentencias de la Corte Suprema han sido exten-
samente citadas, por lo mismo, no resulta necesario volver a hacer-
lo aquí de esa manera, sin embargo, convendrá recordar algún 
aspecto que, ahora adquiere notable importancia.

La Corte declara que no se ha aplicado correctamente la norma-
tiva, específicamente, el artículo 1932 CC, en palabras de la Corte, 
se trataría de un:

«error que ha influido sustancialmente en lo dispositivo de la 
sentencia, puesto que dispusieron el pago de rentas por un periodo 
en que los inmuebles –locales comerciales– no pudieron ser utili-
zado por la demandada, lo cual hace que el fallo en comento incu-
rra en un vicio de invalidez que obliga a este tribunal a declarar de 
oficio su nulidad.»

Pues bien, en opinión de la Corte, el error consistió en no apli-
car el artículo 1932 CC, por lo mismo, si se llega a la conclusión de 
que dicho artículo disciplina un supuesto de incumplimiento con-
tractual, entonces no debería caber duda de que la mejor lectura de 
la sentencia de la Corte es que aquí existió un incumplimiento del 
arrendador.

Para advertir por qué, habrá que comenzar señalando que se ha 
estimado que el artículo 1932 y los siguientes disciplinan el régi-
men de los vicios redhibitorios tratándose del contrato de arrenda-
miento 65.

El punto es que, a propósito de los vicios redhibitorios en la 
compraventa, la Corte Suprema ha estimado que se trata de un 
incumplimiento contractual.

Sobre este punto, conviene tener presente una sentencia de la 
Corte Suprema de 6 de diciembre de 2016 66 en la que se lee lo 
siguiente:

65 En el ámbito nacional así los considera, por ejemplo, Orrego (2011), p. 181. En 
el ámbito español puede verse Cámara (2008) pp. 350-356.

66 Corte Suprema, 6 de diciembre de 2016, Rol núm. 1404-2014.
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«Que la demandante incardina su pretensión de compradora 
insatisfecha mediante la acción resolutoria y redhibitoria que dedu-
ce en forma subsidiaria; al efecto, se debe consignar que la regla 
general es que el incumplimiento contractual de las obligaciones de 
un contrato bilateral da origen a la acción resolutoria del artículo 
1489 del Código Civil 67 y, la acción del artículo 1857 del mismo 
cuerpo legal 68 es la que tiene el comprador para pedir que se rescin-
da la venta o se rebaje proporcionalmente el precio, por los vicios 
ocultos de la cosa vendida, que aún cuando el legislador la califica 
siempre como rescisoria, lo cierto es que, en verdad, y tal como lo 
ha entendido nuestra Jurisprudencia en fallo de la causa Rol 5320-
03, del 27 de julio de 2005, Primera Sala, redactado por el Abogado 
Integrante don Rene Abeliuk M., en el párrafo tercero del conside-
rando 5.º y 6.º de la sentencia de reemplazo señaló: "Sin embargo, 
ha de destacarse que la acción antedicha, cuyos requisitos de proce-
dencia se encuentran en el artículo 1858 del Código Civil 69, consti-
tuye una excepción a la regla general de que el incumplimiento de 
las obligaciones de un contrato bilateral da origen a la acción reso-
lutoria, debiendo entenderse que aún cuando el legislador califica 
constantemente la acción por vicios redhibitorios como una acción 
rescisoria, lo cierto es que, en verdad, es una acción resolutoria 
especial y con reglamentación diferente a la regla general del 
artículo 1489 del texto legal señalado. 6.º) Que, en consecuencia, la 
situación se traduce en que, ante el cumplimiento imperfecto de la 
obligación de entregar, puede suceder que se reúnan los requisitos 
de los vicios ocultos, en cuyo caso se aplican las normas del párrafo 
8o del Título XXIII del Libro Cuarto del Código Civil, pero si no se 
dan dichas exigencias puede reclamarse el cumplimiento de la 
obligación de entregar por parte del vendedor, a través del artículo 
1489 del Código Civil, si concurren los presupuestos que exige la 
norma, dando lugar así a la aplicación de la condición resolutoria 
tácita de este precepto de aplicación general".

En consecuencia, solo en el caso que no concurran los requisi-
tos de los vicios redhibitorios, al comprador le asiste la acción 
resolutoria propia del régimen general del incumplimiento; pero en 
caso contrario, deberá ejercer la acción resolutoria especial aplica-
ble al supuesto particular de incumplimiento de la obligación de 
entrega, en que la cosa vendida presenta vicios ocultos, como acon-

67 Art. 1489 CC. En los contratos bilaterales va envuelta la condición resolutoria de 
no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado.

Pero en tal caso podrá el otro contratante pedir a su arbitrio o la resolución o el cum-
plimiento del contrato, con indemnización de perjuicios.

68 Art. 1857 CC. Se llama acción redhibitoria la que tiene el comprador para que se 
rescinda la venta o se rebaje proporcionalmente el precio por los vicios ocultos de la cosa 
vendida, raíz o mueble, llamados redhibitorios.

69 Art. 1858 CC. Son vicios redhibitorios los que reúnen las calidades siguientes:
1.ª Haber existido al tiempo de la venta;
2.ª Ser tales, que por ellos la cosa vendida no sirva para su uso natural, o sólo sirva 

imperfectamente, de manera que sea de presumir que conociéndolos el comprador no la 
hubiera comprado o la hubiera comprado a mucho menos precio;

3.ª No haberlos manifestado el vendedor, y ser tales que el comprador haya podido 
ignorarlos sin negligencia grave de su parte, o tales que el comprador no haya podido fácil-
mente conocerlos en razón de su profesión u oficio.
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tece en la especie, consideraciones por las cuales la acción resolu-
toria general no podrá prosperar.»

Como puede verse, la presencia de un vicio redhibitorio deter-
minaría un cumplimiento imperfecto de la obligación

De esta manera, mutatis mutandis, habrá que convenir lo 
siguiente: tratándose del artículo 1932 lo que existe en un cumpli-
miento imperfecto de la obligación del arrendador y, como la Corte 
estima que las anomalías jurídicas deben procesarse con cargo al 
artículo 1932, la opinión de la Corte es que aquí existió un cumpli-
miento imperfecto del arrendador, es decir, un incumplimiento de 
una de las obligaciones que le impone el artículo 1924 CC.

4.  UN PAR DE COMENTARIOS RELATIVOS A LA SUS-
PENSIÓN

Si se considera que ha existido un incumplimiento del arrenda-
dor, en la medida en que concurran los requisitos que configuran su 
supuesto de hecho, quedan a disposición del arrendatario aquellos 
remedios diversos de la ejecución específica y la indemnización de 
perjuicios. En particular, la resolución si el incumplimiento es 
grave, la adecuación de la renta y, en fin, la suspensión de la obli-
gación de pagarla 70.

De las situaciones a que pueden dar lugar la utilización de los 
remedios, la que nos interesa considerar es la suspensión.

Un buen ejemplo de lo anterior se encuentra en el artículo 8.º la 
Ley portuguesa 4-C/2020 de 6 de abril, según el cual, el arrendata-
rio del local titular del negocio cuya actividad haya estado tempo-
ralmente suspendida puede aplazar o posponer la obligación del 
pago de las rentas vencidas en los meses en los que esté en vigor el 
estado de emergencia o en el primer mes siguiente, a los 12 meses 
posteriores al término de tal período.

Nuestro comentario es que resulta completamente intuitivo que 
mientras no se goce de la cosa se suspenda el pago de la renta. Sin 
embargo, resulta jurídicamente incorrecto que se aplace o pospon-
ga la obligación del pago de rentas vencidas y el arrendatario igual-
mente quede obligado a cumplirla.

La idea que subyace a la excepción de contrato no cumplido 
(una idea, probablemente, tan vieja como el comercio) es que una 
parte no cumple mientras la otra no lo haga; suspende la ejecución 
de su prestación mientras la otra parte no cumplas la suya. Enton-

70 De la Maza y Vidal (2020).
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ces, en una compraventa el comprador suspende su obligación de 
pago del precio mientras el vendedor no le entregue la cosa. Y si la 
entrega, el comprador debe pagarle el precio. Pero esa lógica, que 
funciona correctamente en la compraventa, no resulta adecuada 
para el arrendamiento.

La ley portuguesa dispone que, mientras dure el caso fortuito, 
el arrendatario no tendrá que pagar la renta; el pago de las rentas 
correspondiente al periodo en el que persistan las consecuencias 
del caso fortuito se aplaza. Como se ve, se sigue debiendo, pero se 
favorece al arrendatario con un plazo. En otras palabras, se suspen-
de esa obligación de pago, la que se volverá a tornar exigible cuan-
do pase el caso fortuito. Pero, lo que se torna exigible es el pago de 
las rentas correspondientes al periodo en que el arrendatario no 
pudo usar y gozar la cosa y la pregunta es la siguiente ¿por qué 
debería pagar por algo que no pudo utilizar? ¿Qué razón hay para 
pensar que el arrendatario debe soportar el riesgo del caso fortuito 
(temporal, en este caso)?

En realidad, al pensar las cosas con mayor cuidado –y aquí viene 
la respuesta que consideramos jurídicamente correcta– se descubre 
que la excepción de contrato no cumplido interpuesta por el arren-
datario no suspende el cumplimiento de la obligación de pago del 
arrendatario, sino que se libera de ella por el tiempo que dura la 
imposibilidad de usar la cosa para el fin que fue arrendada. En otros 
términos, el arrendatario nada adeuda al arrendador por concepto de 
rentas mientras persistan las consecuencias de caso fortuito.

Convendrá considerar esta conclusión bajo la luz de las reglas 
del Título XXVI del Libro IV del Código Civil.

Sabemos que los artículos 1928 y 1932 reconocen al arrendata-
rio el derecho a reducir la renta cuando por una anomalía de la cosa 
(en este caso jurídica), el arrendatario se ve impedido parcialmente 
– sea en forma temporal o definitiva– de usar y gozar la cosa para 
el fin que la que fue arrendada. Al pensar las cosas con suficiente 
calma, se advierte que el derecho a la reducción del precio, fuera 
de constituir una adecuación temporal o definitiva del contrato (de 
un elemento de la esencia), implica la liberación parcial de la obli-
gación del arrendatario de pagar la renta. El arrendatario estará 
obligado a menos. Y la razón por la que se le libera parcialmente de 
la obligación es que, por una anomalía jurídica, ha disminuido el 
uso de la cosa para el fin que fue arrendada y tal liberación parcial 
de la obligación se mantendrá hasta que cese aquella anomalía que 
impide el uso (temporal o definitivamente).

Entonces, si por una anomalía jurídica, como fue el caso del 
acto de autoridad motivado por el COVID-19, el arrendatario se ve 
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impedido totalmente de usar y gozar la cosa para el fin que fue 
arrendada, tiene derecho no a la reducción de la renta, sino a libe-
rarse de la obligación de pagarla mientras no cesen las consecuen-
cias del caso fortuito y siga privado de tal uso y goce.

Entonces, la excepción de contrato no cumplido respecto de la 
obligación de pagar la renta no suspende su cumplimiento, sino 
que libera al deudor de pagarla (extingue temporalmente la obliga-
ción de pagar la rentas), mientras se mantengan las consecuencias 
del caso fortuito motivado por al COVID-19.

En fin, por lo que toca a esta suspensión surgen dos cuestiones 
estrechamente relacionadas.

La primera consiste en que lo que discutirá y, con bastante 
razón, es que, si bien el arrendatario se ve impedido de usar y gozar 
la cosa para el fin que la arrendó, podría entenderse que, como 
mantiene la cosa en su poder y alguna utilidad le presta mientras 
duran las consecuencias del caso fortuito, lo que procedería no es 
la liberación total del pago de la renta, sino parcial, esto es, la 
reducción o adecuación de la renta durante el período que dure el 
impedimento. Planteadas las cosas de esta manera, el arrendatario 
dispondría de la rebaja de la renta y no de una excepción de contra-
to no cumplido en los términos explicados (como liberación de la 
totalidad de la renta). Desde luego, esta aproximación puede ser 
discutible, principalmente porque, en el escenario planteado, es 
suficientemente claro que, por la anomalía jurídica –el acto de 
autoridad que prohíbe el funcionamiento del local comercial–, el 
arrendatario está impedido de usar y gozar el inmueble para el fin 
que contrató. No lo hizo para utilizar el inmueble de bodega, sino 
para explotar una actividad comercial. Está es la opinión de Zúñiga 
al sostener que:

«(…) Aunque suene paradójico, la razón es simple: el pago de 
la renta nace como obligación correlativa del vínculo tantas veces 
comentado, pero el arrendatario igualmente está utilizando el 
inmueble para almacenar o proteger bienes propios, que de no 
tenerlos en ese lugar implicarían un gasto, así como está ejerciendo 
una opción o evitando un costo de oportunidad, pues podrá activar 
rápidamente su negocio tan pronto se levanten las medidas de 
impedimento. Por otra parte, quien es el dueño del bien está inhabi-
litado de usarlo (o de disponer materialmente de él) mientras se 
mantengan dichas circunstancias. Por lo tanto, la razón de este 
posible pago sería otra: evitar con ello un enriquecimiento injustifi-
cado y no por concepto de renta del uso convenido.» 71

71 Zúñiga (2020), p. 92.
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Como quiera que sea, y esta es la segunda cuestión, si entende-
mos que el arrendatario se libera –total o parcialmente– por el 
incumplimiento no imputable del arrendador, debemos aceptar que 
su obligación de pagar la renta se extingue total (excepción de con-
trato no cumplido) o parcialmente (reducción de precio), –aunque 
en forma transitoria–. Y aceptar lo anterior, lo cierto es que hemos 
de aceptar –desde que asumimos una noción amplia de incumpli-
miento (no realización de lo pactado)– que el arrendatario también 
incurre en incumplimiento respecto de su obligación de pagar la 
renta. Y al asumir que hay incumplimiento de su parte, estamos asu-
miendo que, tratándose del contrato de arrendamiento, al igual que 
en los otros contratos, la excepción de contrato no cumplido y la 
reducción de la renta dan lugar a una situación de incumplimientos 
recíprocos. Hay dos incumplimientos, el del arrendador y el del 
arrendatario. Si estamos en lo correcto, al haber incumplimientos 
recíprocos, podemos afirmar, como lo hemos hecho en general, que 
en los casos que el acreedor suspenda su cumplimiento, procede el 
ejercicio de la facultad resolutoria por parte de cualquiera de los 
contratantes. Entonces, en el supuesto que hemos planteado, ambas 
partes tienen la facultad de terminar el contrato –siempre que 
incumplimiento sea grave–, esto, el arrendatario y el arrendador.

Es lo que sucede en las sentencias de la Corte Suprema, de 28 de 
julio de 2022 72 y de 1 de agosto de 2022 73, que, junto con liberar al 
arrendatario de pago de la renta, se da lugar a la demanda de termi-
nación de contrato por incumplimiento de arrendatario. De cual-
quier forma, habrá que considerar que al arrendatario se le repro-
chaba el no pago de las rentas no sólo por el período durante el cual 
se ve privado del uso y el goce de la cosa, sino que también respecto 
de períodos no afectados por el impedimento del acto de autoridad.

IV. CONCLUSIÓN

Las páginas que preceden a estas conclusiones se enderezaron 
en torno a una pregunta: ¿existe un incumplimiento de las obliga-
ciones del arrendador cuando, por un caso fortuito, el arrendatario 
se ve impedido de utilizar la cosa? La pandemia COVID-19 impu-
so la necesidad de formularse esta pregunta respecto del arrenda-
miento de locales comerciales.

La respuesta no ha sido pacífica en Chile. Nuestra opinión es 
que la respuesta debe ser afirmativa. La situación es un caso fortui-

72 Corte Suprema, 28 de julio de 2022, Rol núm. 85755-2021.
73 Corte Suprema, 1 de agosto de 2022, Rol núm. 49739-2021.
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to que origina un incumplimiento del arrendador. Nos parece, ade-
más, que esta es la mejor lectura de las dos sentencias de la Corte 
Suprema a la que tantas veces nos hemos referido.

Por otra parte, al considerar que existe incumplimiento de 
arrendador, el arrendatario dispone de la excepción de contrato no 
cumplido en una versión que no suspende, sino que libera al arren-
datario del pago de la renta; también tiene derecho a reducción de 
la renta; y, en fin, a la terminación del contrato. Dado que el arren-
datario al liberarse de pagar la renta o al reducirse su monto incurre 
en un incumplimiento en sentido amplio, el arrendador tiene dere-
cho a poner término al contrato siempre que el incumplimiento de 
arrendatario tenga el carácter de grave o esencial.
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